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ACTA APROBADA
SESIÓN ORDINARIA No. 2577
FECHA:		Jueves 25 de setiembre del 2008
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE SESIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL, SEDE 
CENTRAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA
DIRECTORES
M.Sc. Eugenio Trejos 	Rector y Presidente 
MAE. Roberto Gallardo Loría	Profesor del ITCR
Ing. Carlos Badilla Corrales  	Profesor del ITCR
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
Lic. Johnny Masís Siles	Funcionario Administrativo del ITCR
Dra. Lilliana Harley Jiménez 	Funcionaria Administrativa del ITCR
Máster Sonia Barboza Flores	Profesora del ITCR
Máster Rosaura Brenes Solano	Profesora del ITCR 
Sr. Víctor Estrada Fernández 	Estudiante del ITCR
Sr. Luis González Chacón	Estudiante del ITCR 
Ing. Diógenes Álvarez 	Egresado Suplente
FUNCIONARIOS
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno 
AUSENTES
Ing. Dennis Mora Mora	Egresado del ITCR, ausencia justificada
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Se inicia la Sesión a las 8:00 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Sr. Luis González, Sr. Víctor Estrada, Máster Sonia Barboza, Lic. Johnny Masís, Dra. Lilliana Harley, Lic. Isidro Álvarez, Máster Rosaura Brenes, MAE. Roberto Gallardo e Ing. Carlos Badilla.
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia del Ing. Dennis Mora, quien por motivos laborales estará ausente en esta Sesión, quien será sustituido por el señor Diógenes Álvarez.
ASUNTOS DE TRÁMITE
CAPÍTULO DE AGENDA
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
Se somete a consideración de los miembros del Consejo, la siguiente agenda provisional:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación del  Acta No.  2576
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
7. Conformación de Comisión Especial Mixta (Consejo de Rectoría y Consejo Institucional), que propondrá términos de referencia para la definición del modelo y sitios de intervención del ITCR en regionales del país (A cargo del MSc. Roberto Gallardo L.) 
ASUNTOS DE FONDO
8. Modificación al Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario (A cargo de la Presidencia)
9.  Modificación Presupuestaria No. 03-2008 (A cargo de la Presidencia y de la Comisión de Planificación y Administración) 
10. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 11 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expedientes Legislativos No. 16.417 y  No. 16.916  (A cargo de la Presidencia)
11. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto “Ley de Creación de la Universidad Nacional del Deporte (UNADE), expediente legislativo No. 16.637 (A cargo de la Presidencia)
12. Modificación al Calendario Institucional 2009 (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes)
13. Autorización de Becas, vía excepción  al Art. 27 (incisos c y d) de Reglamento de Becas del ITCR, para que cuatro funcionarios, puedan realizar estudios de Maestría y Doctorado en el exterior,   (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes)
14. Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2568, Art. 8 del 31 de julio del 2008,  “Eficacia Jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico NO. 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución”;  presentado por el MSc. Eugenio Trejos B., en su condición de Rector (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
15. Proyectos financiados con  Fondos del Sistema (Presupuesto Ordinario 2009) (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
ASUNTOS VARIOS
16. Varios
17. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
El señor Eugenio Trejos informa que a solicitud de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles,  el punto 13 Autorización de Becas, vía excepción  al Art. 27 (incisos c y d) de Reglamento de Becas del ITCR, para que cuatro funcionarios, puedan realizar estudios de Maestría y Doctorado en el exterior, va a ser reemplazado por la propuesta “Modificación del Artículo 18 (inciso m) y del Artículo 27 (incisos c y d)  del Reglamento de Becas del ITCR”.  Además,  a solicitud del señor Carlos Badilla, plantea la posibilidad de variar el orden de la agenda para poner en un nivel de mayor prelación el punto 14 Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2568.
El señor Carlos Badilla solicita llamar a la señora Maureen Reid y al señor Carlos Bonilla, ya que este recurso tiene implicaciones legales y requiere además, de una segunda sesión donde habría que darle una segunda discusión y votación. 
La señora Sonia Barboza agrega que la Comisión de Planificación y Administración desea sacar de agenda el punto 15 Proyectos financiados con  Fondos del Sistema, por motivos de que no han tenido suficiente tiempo para discutir el tema, además que hasta el día de ayer entró lo que tenía que ver con plazas de fondo del sistema y no se ha podido analizar la propuesta.
El señor Roberto Gallardo informa que hace 15 días quedó un error en el acuerdo de la Comisión de Regionalización, ya que  faltó uno de los cuadros  de financiamiento de uno de los eventos.  Comenta que él habló con el señor Johnny Masís y le dijo que lo vieran lo antes posible en vista de que existen los recursos, una omisión que financia dos eventos: uno de la consulta local de turismo y otro la consulta portuaria y la compra del automóvil para el proyecto. Comunica que la señorita Giannina Ortiz presentará en esta sesión la propuesta de modificación de acuerdo para incluir el cuadro para que sea aprobado y poder ejecutarlo como corresponde.
El señor Eugenio Trejos detalla que se incorporará el punto solicitado por el señor Gallardo, en el lugar del punto 15 (Proyectos financiados con Fondos del Sistema).
NOTA: Se presentan a la Sesión, en calidad de invitados la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y el Lic. Carlos Bonilla, Asistente del Rector, a las 8:05 a.m. 
El señor Eugenio Trejos da la bienvenida a los asesores y les explica que se está definiendo el procedimiento en que se tratará el tema del Recurso de Revocatoria con apelación al subsidio de la Asamblea Institucional Representativa, porque el Reglamento para este tipo de recursos,  establece que tiene que ser conocido en dos sesiones consecutivas bien sea ordinaria o extraordinaria y se debe definir cómo se va tratar si en dos sesiones ordinarias o dos extraordinarias, tomando en consideración la programación que tiene el Consejo Institucional de salida a zonas rurales del país.  Recuerda que la semana entrante se sesionaría en la Zona Sur-Sur.  Indica que de conocerse en esta sesión el Recurso,  en la próxima sesión se tendría que discutir fuera de este recinto en segunda discusión; señala que la otra opción es realizar dos sesiones extraordinarias. Recuerda que el objetivo de sesionar fuera del recinto es para conocer los proyectos que se van a desarrollar en las zonas periféricas a visitar y atender a grupos de la sociedad civil de esa zona, lo que se pretende antes de iniciar con la discusión es conocer si es pertinente que el tema se vea hoy y se continúe  de hoy en ocho días, fuera de Cartago o si es preferible  trasladarlo a sesiones extraordinarias y si tomar una  u otra decisión afectaría sus tiempos. 

El señor Carlos Badilla externa que la Comisión de Planificación tiene dos propuestas. Una es que se discuta  es esta sesión ordinaria y se le dé una amplia discusión, se conozcan los puntos de vista de los abogados presentes, de manera que en una segunda sesión ordinaria, la cual se realizará  en la Zona Sur se incluya únicamente para ver algún detalle y darle aprobación.  Agrega que la otra propuesta es que se traslade a dos extraordinarias, viendo eso hoy, una extraordinaria a continuación de esta y en la extraordinaria donde se vería el presupuesto el próximo lunes 29 de setiembre, agrega que esta última le gusta menos porque la extraordinaria tendría que hacerse después de la ordinaria, cuando ya todo el mundo está cansado o tiene compromisos.
La señora Maureen Reid informa que la Auditoría Interna opina que no puede hacerse una sesión ordinaria y extraordinaria consecutiva por el asunto de las dietas.  Aclara que ella desearía apartarse de la línea de la Auditoría y aconseja que la decisión sea del Consejo Institucional, siempre y cuando sea fundamentada  y motivada la sesión para que se haga  la excepción, y donde medien plazos que cumplir se puede justificar; además acota que deben priorizar si es preferible que se queden en Cartago y no ir a la Zona Sur, por la razón de que no es recomendable llevar este tema a la sesión que se hará en  la Zona Sur. AQUI
El señor Diógenes Álvarez consulta si se pueden hacer dos sesiones consecutivas para ver el tema y no media que sea una ordinaria o extraordinaria.
La señora Maureen Reid responde que cuando es de manera fundamentada, cuando existe plazo la Administración puede moverse en esa línea y es donde ella se separa un poco de la Auditoría Interna, si bien es cierto el Reglamento está establecido y la norma también, en asuntos de estos se puede motivarlo para que no se vea como que es puro asunto de dieta sino que la dieta tuvo una razón de ser.
El señor Eugenio Trejos informa que el criterio de la señora Maureen Reid es compartido también por la señora Noemy Línkemer.
La señora Maureen Reid reitera que no recomienda llevar temas como este a una gira donde van de visita y como órgano directivo superior se potencien, no está de acuerdo.
La señora Sonia Barboza está de acuerdo con la señora Maureen Reid en el sentido de que no es conveniente ir de gira y llevar temas de esta naturaleza para discutir allá.  Manifiesta que ella se inclina más por posponer la gira a la Zona Sur una semana más.
El señor Eugenio Trejos informa que la visita a la zona sur se trasladaría según las programadas hasta noviembre, y sería para el jueves 6 y viernes 7 de noviembre.
NOTA: Se retiran de la Sesión, los invitados y se les agradece su participación, a las 8:22 a.m.
Se somete a votación la agenda y se aprueba con 10 votos a favor, 0 en contra. 
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
Asistencia
1. Aprobación de Agenda
2. Aprobación del  Acta No.  2576
3. Informe de Correspondencia (documento anexo)
4. Informes de Rectoría
5. Propuestas de Comisiones
6. Propuestas de miembros del Consejo Institucional 
7. Conformación de Comisión Especial Mixta (Consejo de Rectoría y Consejo Institucional), que propondrá términos de referencia para la definición del modelo y sitios de intervención del ITCR en regionales del país (A cargo del MSc. Roberto Gallardo L.) 
ASUNTOS DE FONDO
8. Modificación del Artículo 18 (inciso m) y del Artículo 27 (incisos c y d)  del Reglamento de Becas del ITCR   (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes)
9. Modificación Presupuestaria No. 03-2008 (A cargo de la Presidencia y de la Comisión de Planificación y Administración)
10. Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2568, Art. 8 del 31 de julio del 2008,  “Eficacia Jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico No. 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución”;  presentado por el MSc. Eugenio Trejos B., en su condición de Rector (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
11. Modificación al Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario (A cargo de la Presidencia)
12. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 11 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expedientes Legislativos No. 16.417 y  No. 16.916  (A cargo de la Presidencia)
13. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto “Ley de Creación de la Universidad Nacional del Deporte (UNADE), expediente legislativo No. 16.637 (A cargo de la Presidencia)
14. Modificación al Calendario Institucional 2009 (A cargo de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantes)
15. Modificación del Acuerdo No. 2575, Artículo 14, del 11 de setiembre del 2008, “Autorización parcial de la ejecución de la Modificación Interna No. 276 referente al Proyecto Regionalización Huetar Atlántica, según acuerdo tomado en la Sesión No. 2565, Art. 11 del 26 de junio del 2008 “Modificación Interna No. 02-2008” 
ASUNTOS VARIOS
16. Varios
17. Definición puntos de agenda para la próxima sesión
CAPÍTULO DE ACTAS
ARTÍCULO 2.	Aprobación del Acta No. 2576 
Se somete a votación el Acta No. 2576 y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 2 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional.  Asimismo, la señora Sonia Barboza y el señor Diógenes Álvarez justifican su voto en contra por haber estado ausentes en esa Sesión. 
CAPÍTULO DE CORRESPONDENCIA
ARTÍCULO 3.	Informe de correspondencia
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. VIDA-876-2008  Memorando con fecha 19 de setiembre del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual  remite propuesta de costos y rangos de pago para los cursos de verano 2008-2009.  (SCI-1120-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
2. AUDI-250-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento de Financiero Contable, con copia al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita información respecto a su obligación de rendir, de su propio peculio, la póliza de fidelidad, según Art. 13 de la Ley de Administración Financiera y Presupuesto Público y el Art. 7 del Reglamento de Régimen de Garantías y Cauciones. (SCI-1110-09-2008)
Se toma nota. 
3. EB-625-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por el MAP. Jaime Brenes, Director de la Escuela de Biología, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual transcribe el  acuerdo tomado por la Escuela de Biología en sesión 32-2008, apoyan la solicitud de beca del MSc. Alejandro Hernández Soto, para realizar estudios doctorales en la Facultad de Biología de la Universidad de Münster, Alemania. Dicha beca sería dentro del Convenio DAAD-CONARE.  (SCI-1109-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente. 
4. DSSC/270-2008  Memorando con fecha 19 de setiembre del 2008, suscrito por el MSc. Olger Murillo B., Director de la Sede Regional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite propuesta para la creación del Centro de Transferencia y Educación Continua, con Fondos del Sistema de CONARE.  (SCI-1128-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles a la Comisión de Planificación y Administración.
5. FUNDATEC-635-2008  Nota con fecha 19 de setiembre del 2008, suscrita por la Licda. Isabel C. Pereira Piedra, CPA., Directora Ejecutiva, dirigida al MSc. Eugenio Trejos, Presidente del Consejo Institucional, en la cual se adjunta copia de los Estados Financieros al mes de agosto del 2008, así como copia del Acta de la Junta Administrativa correspondiente a la Sesión No. 14-2008.  (SCI-1125-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
6. PAO-OPI-578-2008  Memorando con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento respecto a la Modificación Presupuestaria No. 03-2008. Indica que las modificaciones internas numeradas de la No. 280 a la 539 que integran la modificación presupuestaria No. 3-2008, no afectan el PAO-2008. (SCI-1137-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
7. PAO-OPI-577-2008  Memorando con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento de las Modificaciones Presupuestarias de la No. 450 a la 539. Indica que las modificaciones internas numeradas no afectan el PAO-2008. (SCI-1137-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
8. PAO-OPI-576-2008  Memorando con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento de las Modificaciones Presupuestarias de la No. 398 a la 449. Indica que las modificaciones internas numeradas no afectan el PAO-2008. (SCI-1137-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente 
Correspondencia remitida al Consejo Institucional:
9. CC-764-2008  Memorando con fecha 18 de setiembre del 2008, suscrito por el Ing. Víctor Corrales T., Coordinador de Redes y Servidores del Centro de Cómputo, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que se han activado los permisos para que los miembros del Consejo Institucional realicen el envío de correos a la cuenta de ComunidadTEC.  (SCI-1121-09-2008)
Se toma nota.
10. SCI-641-2008  Memorando con fecha 19 de setiembre del 2008, suscrito por el Lic. Johnny Masís S., Coordinador interino de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual solicita criterio respecto a la Modificación Presupuestaria No. 03-2008.  (SCI-1119-09-2008)
Se toma nota. 
11. INVITACIÓN de la Escuela de Ingeniería en Producción Industrial, Escuela de Ingeniería en Construcción y la Escuela de Ingeniería en Mantenimiento Industrial, invita al Acto Conmemorativo del 35 Aniversario. La actividad se llevará a cabo el martes 7 de octubre, a partir de las 8:30 a.m., en la Sala de Conferencias de la Biblioteca José Figueres Ferrer. (SCI-1117-09-2008)
Se toma nota. Se cursa invitación a todos los miembros del Consejo Institucional
12. VIE-644-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por la MSc. Ileana Moreira G., Vicerrectora interina de la VIE, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que mediante Oficio VIE-624-2008, del 4 de setiembre del año en curso, remitió las observaciones al “Reglamento de Evaluación del Desempeño Profesional en Proyectos de Investigación y Extensión en el ITCR”, a la Coordinadora de la Comisión de Asunto Académicos y Estudiantiles. Por lo que solicita que se tome nota en el Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos.  (SCI-1118-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asunto Académicos y Estudiantiles
13. OPI-254-2008  Memorando con fecha 18 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite la propuesta de Creación de la Unidad del Programa de Maestría en Gerencia de Proyectos.   (SCI-1116-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración
14. SCI-626-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la MSc. Ileana Moreira G., Vicerrectora interina de la VIE, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual le recuerda el envío de las observaciones al “Reglamento de Evaluación del Desempeño Profesional en Proyectos de Investigación y Extensión en el ITCR”, remitido por la Comisión de Asunto Académicos y Estudiantiles.  (SCI-1114-09-2008)
Se toma nota. 
15. SCI-628-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Alexander Valerín C., Director del Centro de Cómputo, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual solicita la autorización para que los miembros del Consejo Institucional puedan enviar correos a la cuenta ComunidadTec.  Adjunta lista.   (SCI-1113-09-2008)
Se toma nota. 
16. SCI-644-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sanchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Ing. José Alberto Díaz, Profesor de la Escuela de Electrónica, con copia a los miembros del Consejo Institucional, en el cual remite documentación respecto al Informe presentado en la Sesión No. 2575, Asuntos de Foro “Informe sobre las demandas interpuestas contra el ITCR”, en respuesta a la solicitud hecha el 12 de setiembre del 2008.   (SCI-1123-09-2008)
Se toma nota. 
17. INVITACIÓN La Casa Cultural Amón invita al Evento Conmemorativo del X Aniversario de Casa Cultural Amón; inauguración de la Colectiva “10 años de arte visuales en Amón”, presentación Artística y reconocimientos. La actividad se llevará a cabo el viernes 10 de octubre del 2008, a las 7 de la noche. Se ofrecerá un brindis a las 8 p.m. (SCI-1129-09-2008)
Se toma nota. Se entrega invitación a todos los miembros del Consejo Institucional
18. BOLETA DE COMUNICADO con fecha 22 de setiembre del 2008, suscrito por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta la nota RH-1383-2008 sobre las reformas al Reglamento de la Ley Contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito (SCI-857-07-2008)
Se toma nota.  Se entrega copia a los Miembros del Consejo Institucional
19. Memorando sin referencia con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por la Profesora Ivonne Vásquez E., de la Escuela de Administración de Empresas, dirigido al Consejo Institucional, en el cual remite “Denuncia Formal: Violación al Principio de igualdad de trato en el ITCR”  (SCI-1139-09-2008)
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Planificación y Administración.
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional:
20. CC-764-2008  Memorando con fecha 22 de setiembre del 2008, suscrito por el Ing. Alexander Valerín C., Director del Centro de Cómputo, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el Plan Informático, el cual detalla el conjunto de inversiones que realizará la Institución con el Presupuesto Ordinario 2009. (SCI-1130-09-2008)
Se toma nota. 
21. DFC-1748-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento de Financiero Contable, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite información respecto a las Fuentes de financiamiento institucionales y las etapas por las que estas pasan, según solicitud de la Comisión de Planificación y Administración en Oficio SCI-614-2008. (SCI-1122-09-2008)
Se toma nota. 
22. VIESA-706-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA, dirigido a la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual presenta modificación al Acuerdo tomado por el Consejo Institucional respecto al Calendario Institucional 2009.  (SCI-1115-09-2008)
Se toma nota. 
23. VAD-271-2008  Memorando con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite la Modificación Presupuestaria No. 03-2008, el cual resume las solicites de la No. 280 a la 538.  (SCI-1111-09-2008)
Se toma nota. 
24. EE-291-2008  Memorando con fecha 19 de setiembre del 2008, suscrito por el Ing. José Alberto Díaz, Profesor de la Escuela de Electrónica, dirigido al  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, con copia a la Máster Sonia Barboza F., Representante Académico ante el Consejo Institucional, en el cual solicita que se le certifique según normativa institucional sobre los derechos y deberes que tenía como funcionario de la institución cuando se encontraba suspendido de sus labores, en el período comprendido del 3 de marzo al 3 de setiembre del año en curso, asimismo, información relacionada con el Reglamento del Régimen de Enseñanza-Aprendizaje. (SCI-1124-09-2008)
Se toma nota. 
25. AUDI-256-2008  Memorando con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al Lic. Johnny Masís S., Coordinador interino de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el Informe AUDI/AS-012-2008, “Observaciones a la Modificación Nº 03 al Presupuesto Ordinario 2008. (SCI-1138-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
26. OPI-257-2008  Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite propuesta de acuerdo para las plazas del Fondo del Sistema. (SCI-1140-09-2008)
Se toma nota.
27. R-755-2008  Memorando con fecha 23 de setiembre del 2008, suscrito por el  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a los señores Miembros del Consejo Institucional, en el cual remite en atención al acuerdo tomado por este Órgano en la Sesión No. 2576, Art. 8, “Estrategia para la definición sobre  presencia ITCR en regiones del país”. Informa que en reunión del Consejo de Rectoría No. 28-08, este procedió a nombrar al Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de VIE, al Dr. Olger Murillo, Director de la Sede Regional y la OPI, colaborará como ente técnico en la Comisión Especial Mixta. (SCI-1141-08-2008)
Se toma nota. 
28. DFC-1765-2008  Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento de Financiero Contable dirigido al Lic. Johnny Masís S., Coordinador interino de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite observaciones al oficio AUDI-256-2008 “Observaciones a la modificación No. 3 del Presupuesto Ordinario 2008”. (SCI-1144-08-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
29. SCI-616-2008  Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid V., Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite respuesta al Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio, Interpuesto por el Rector del Instituto Tecnológico De Costa Rica, MSc. Eugenio Trejos Benavides, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en Sesión Ordinaria No. 2568, Artículo 8 del 31 de julio de 2008.  (SCI-1145-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
30. SCI-648-2008  Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, dirigido al Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita estudio sobre el manejo de los recursos de Fondos del Sistema.   (SCI-1142-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
31. SCI-639-2008  Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por la Máster Rosaura Brenes S., Coordinadora de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, dirigido a la MBA. Gabriela Carballo Ch., Encargada del Programa de Becas, con copia al Consejo Institucional, en el cual solicita la propuesta por vía de excepción para la realización de estudios en el exterior de algunos funcionarios de la Institución. (SCI-1132-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
32. VIDA-887-2008 Memorando con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por la Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia y el Lic. Jacinto Brenes, Director de la Escuela de Ciencias del Lenguaje, dirigido al Lic. Johnny Masís S., Coordinador interino de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite aclaraciones sobre el Oficio AUDI-256-2008 “Informe AUDI/AS-012-2008, “Observaciones a la Modificación Nº 03 al Presupuesto Ordinario 2008”, específicamente al punto 3.2 “Modificación presupuestaria No. 539 Escuela de Ciencias del Lenguaje…”. (SCI-1146-09-2008)
Se toma nota. Se traslada al punto de agenda correspondiente
NOTA: Se presenta a la Sesión, la señora Rocío Poveda, a las 8:35 a.m.
El señor Luis González hace referencia a la nota suscrita por la señora Ivonne Vásquez, en la cual presenta una  denuncia;  solicita aclaración al respecto.
El señor Eugenio Trejos señala que esta denuncia puede ser trasladada a la Comisión de Planificación y Administración o bien a una Comisión Especial.
La señora Sonia Barboza señala que ya la Comisión ha venido atendiendo estos casos, por lo que solicita trasladarlo a la Comisión de Planificación y Administración.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 4.	Informe Asuntos de Rectoría 
El señor Eugenio Trejos B., Rector y Presidente del Consejo Institucional, informa sobre las actividades realizadas durante la semana del 18 al 24 de setiembre 2008, detalladas de la siguiente manera:
1.  REUNIÓN CON EL DIRECTOR DEL COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL DE BUENOS AIRES 
El jueves 18 de setiembre se reunió con el  Lic. Wilfrido Navarro, Director del Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires (CTPBA), con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR desarrolle programas de técnicos y Diplomados en las instalaciones de ese colegio en el campo de Electrónica, Electromecánica, Construcción, Seguridad Laboral, Agroecología, Turismo, así como programas de emprendedores e Incubación de Empresas. De igual manera, invita a nuestra institución a participar en la Feria Vocacional que se efectuará en el CTPBA el próximo 31 de octubre. El Lic. Navarro acotó que actualmente en ese colegio hay 74 alumnos realizando estudios de bachillerato y que un considerable número de ellos desea realizar estudios en el ITCR. Añadió que en Buenos Aires existen 8 colegios y 5 Tele secundarias, por lo que la presencia del ITCR en esa región sería de enorme beneficio para elevar las capacidades individuales y colectivas de las comunidades y ampliar las posibilidades de generación de empleos dignos.
2. LOTE PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL EDIFICIO DE LA FUNDATEC
El lunes 22 de setiembre se reunió con la Licda. Isabel Cristina Pereira, Directora Ejecutiva de la Fundación Tecnológica de Costa Rica  (FUNDATEC), Aida Zúñiga y Carlos Vargas, Asesores Jurídicos de esa Fundación, el Lic. Carlos Segnini, Asesor Legal, y el Ing. Saúl Fernández, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR pueda segregar “en cabeza propia” un lote para la construcción de un edificio que albergue a la FUNDATEC, es decir, se segrega un lote para esa construcción; lote que seguiría siendo propiedad del TEC, lo mismo que el edificio que allí se construya, financiado por la Fundación. Para estos efectos no se requiere recurrir a la Asamblea Legislativa para que promulgue una ley especial que lo autorice, toda vez que no hay enajenación del bien, el cual se mantiene bajo la titularidad del ITCR. 
La idea básica es que la FUNDATEC, siendo pertenencia del ITCR y un valioso instrumento que contribuye a que el Instituto cumpla con su misión y alcance sus fines y principios, esté situada en el campus del ITCR en Cartago. Entre los lotes que se consideran idóneos para ubicar a la Fundación, y que no compite con los planes de desarrollo de infraestructura de las Escuelas y Departamentos de la Institución, se encuentra uno localizado en el perímetro que colinda con la puebla, próximo a la carretera principal hacia Paraíso.  
3. LXXXVI SESIÓN ORDINARIA DEL CSUCA
El viernes 19 de setiembre participó LXXXVI Sesión Ordinaria del Consejo Superior Universitario de Centro América (CSUCA) realizada en Universidad Nacional de Costa Rica (UNA) en Heredia. En esta Sesión se trataron los siguientes puntos:
3.1. Traslado de la presidencia del CSUCA
La Dra. Yamilette González, Presidenta del CSUCA, le hizo entrega de la Presidencia de ese Consejo para el período 2008-2009. Durante este período le corresponderá velar por la ejecución del Plan de Trabajo del CSUCA, sino también, representar al CSUCA ante los diversos organismos internacionales y regionales de los que forma parte, lo cual le obligará a salir del país en diversas ocasiones, sin que ello signifique costos financieros para el ITCR.  
Adjunto copia de toda la documentación que se suministró en dicha Sesión
Se acordó realizar la próxima Sesión Ordinaria del CSUCA en Ciudad Panamá, Panamá, del 22 al 24 de Abril del 2009.
4. REUNIÓN CON LA VICERRECTORA DE DESARROLLO SOCIAL DEL TEC DE MONTERREY
El sábado 20 de setiembre se reunió con la  Ing. Hilda Cruz Solís, Vicerrectora de Desarrollo Social del TEC de Monterrey y el Lic. Víctor Morales Zapata, miembro del Consorcio de Organizaciones no Gubernamentales y de la Economía Social (CONGES), con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR se integre o participe en los siguientes Programas que desarrolla el TEC de Monterrey:
Desarrollo de Capital Social
El Tecnológico de Monterrey, consciente de su gran responsabilidad social y del impacto que puede generar en la comunidad, trabajo en  diferentes vertientes para contribuir al desarrollo de capital humano y social que pueda transformar a México con los siguientes objetivos prioritarios:
Fortalecer a los diferentes actores  sociales, potenciando sus capacidades para crecer personalmente y dentro de la sociedad en la que se desenvuelven y a la que sirven.
Propiciar mecanismos sólidos de interrelación para que los diferentes  actores sociales trabajen de manera colaborativa en el desarrollo de programas de impacto económico, político y social.
Abrir caminos y mecanismos para la  participación de los actores sociales en la toma de decisiones de las acciones prioritarias para el desarrollo.
Reducir la brecha que separa a los diferentes actores sociales.
Propiciar un cambio de cultura que permita innovar y romper esquemas tradicionales de desarrollo.
Integrar a sus alumnos y a los futuros líderes de México en este tejido social, como entes responsables, gestores del cambio y comprometidos con su comunidad 
El Servicio Social de los alumnos del Tecnológico de Monterrey, como estrategia fundamental para contribuir al desarrollo de capital social
Los Centros Comunitarios de Aprendizaje, se han vinculado, desde su instalación, con las actividades de alumnos prestadores de servicio social comunitario del Tecnológico de Monterrey.  Si bien para las comunidades no es nuevo recibir la visita de estudiantes para la realización del servicio social, la presencia de los alumnos que van a trabajar directamente a los CCA ha tenido una doble función: por una parte, servir de soporte tanto tecnológico como humano a los centros y otra, contribuir con la formación  social de los propios alumnos, al permitirles entrar en contacto con realidades distintas a la suya y con posibilidades económicas muy inferiores.  
CCA Red Educativa para el Desarrollo Social Sostenible
El Tecnológico de Monterrey, consciente de su responsabilidad social, inició en el año 2000 un programa de inclusión social utilizando toda su experiencia en el uso de tecnologías en la educación. El objetivo es transferir experiencia, conocimientos y programas educativos para el desarrollo social de la comunidad con el apoyo del servicio social de sus alumnos, quienes fungen como tutores en el proceso educativo.
La Casa del Promotor: Cómo lograr una transferencia efectiva de información y conocimiento de los Centros Comunitarios de Aprendizaje
Desde tiempos ancestrales, se ha relacionado de una manera metafórica a los árboles con el conocimiento, quizá porque simbolizan la sabiduría, quizá porque  su forma física confiere estructura a nuestros complejos procesos de pensamiento.  
Prepanet
Es un programa  de bachillerato en línea diseñado por el Tecnológico de Monterrey para personas de recursos limitados que no pueden completar sus estudios en un esquema tradicional.  
El programa cuenta con el soporte de:
Estudiantes cursando su Servicio Social Comunitario del Tecnológico de Monterrey, que proporcionan asesorías en línea a los alumnos
Profesores del Tecnológico de Monterrey que diseñaron los cursos y contenidos del programa Campus del Tecnológico de Monterrey que facilitan la operación del programa en diferentes regiones del país.  
5. CARRERA DE INGENIERÍA AEROESPACIAL
El lunes 22 de setiembre se reunió con el Ing. Ronald Chang, Director del Ad Astra Roquet, con el propósito de analizar la posibilidad  de que el ITCR ofrezca la carrera de Ingeniería aeroespacial. En la reunión estuvieron presentes  la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, el Ing. Mario Conejo, Profesor de la Escuela de Ciencias de los Materiales, y el Ing. Víctor Julio Hernández, de la Profesor de la Escuela de Electromecánica. Se plantea la necesidad de integrar un equipo interdisciplinario que pueda presentar, en un plazo perentorio, los estudios pertinentes y la propuesta correspondiente.
Para el desarrollo de una iniciativa de este calibre se haría gala de los Convenios que tiene el Ad Astra Roquet y el ITCR con universidades extranjeras tales como Universidad de Texas, Universidad de Colorado, Universidad de Purdue, entre otras.
 6. REUNIÓN CON EL EMBAJADOR DE JAPÓN 
El lunes 22 de setiembre se reunió con el Señor Embajador de Japón Hidekazu Yamaguchi, y la Licda. Natsue Kaneko, Agregada Política y Cultural de esa Embajada, con el propósito de dialogar acerca de los proyectos que se desarrollan con la colaboración de la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional (JICA). El Señor Embajador nos extendió la invitación para participar en la Conferencia Magistral “Desarrollo limpio para prevenir el cambio climático y mejorar los proyectos económicos, por realizarse el jueves 9 de octubre a las 5:30 p.m.  el Auditorio de la Escuela de Ing. Eléctrica  Ciudad de la investigación y en el Seminario de la Cooperación Japonesa, por realizarse el jueves 16 de octubre la 1:30 p.m. en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.
7. ENTREVISTA RADIAL SOBRE EL PAPEL DEL CSUCA
El lunes 22 de setiembre fue entrevistado por la Periodista Leda García sobre el “El papel del CSUCA en el desarrollo universitario centroamericano” en el programa “Al rojo vivo” que se transmite diariamente por Radio Actual 107.1 FM, a las 8:00 p.m.
8. SESION N° 32-08 DEL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES
El martes 23 de setiembre participó en la Sesión N° 32-08 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en la que se trataron básicamente los siguientes temas:
8.1. Aprobación del Acta de la Sesión N° 30-08 del CONARE
Se aprobó el Acta de la Sesión N° 30-08 del CONARE. Deposito copia de dicha acta en la Secretaria del Consejo Institucional
8.2. Monitoreo del CENIBiot
Se recibió la visita del Dr. Jefe de la Misión Europea de Monitoreo del CENIBiot.
Por otra parte se recibió copia del Oficio MICIT-DVM-199 del Viceministro de Ciencia y Tecnología sobre Convenio de Financiación entre la Comunidad Europea y el Gobierno de Costa Rica.	
8.3. Financiamiento y presupuesto
a) El M.Sc. José Andrés Masís, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES), hizo entrega del oficio OPES-412-S sobre distribución del FEES de 2009.
b) Nota R-723 del Rector del ITCR informando que los recursos del superávit del Fondo del Sistema, se incorporaron dentro del Presupuesto Extraordinario 1-2008. Se aprueba. 
c) Nota OPES-DA-DE-197 acuerdo de la Comisión de Decanas de Educación solicitan autorizar uso de superávit previsto de Proyecto 1-08-8 para el año 2009.
d) Presentación del Plan Presupuesto del CONARE para el 2009.
8.4. Correspondencia
a) Nota de la Embajada de Israel de fecha 5 de setiembre, invitando a participar en la “Reunión de Rectores de las Universidades Líderes de América Latina”, en noviembre.
b) Oficio DVM-2791 de la Viceministra de Educación remite nota de Contraloría General de la República mediante la cual se devuelvo sin refrendo, por no requerirlo, el convenio MEP-CONARE para el Plan Nacional de Inglés.
c) Propuesta de “Lineamientos para la aplicación en el CONARE del artículo 30 del Reglamento de Régimen Académica y Servicio Docente de la Universidad de Costa Rica.
d) Currículo Vitae de la señora Grace María Fonseca Bonilla. Seguimiento al planteamiento sobre el Auditor Interno del CONARE.
e) Informe sobre la reunión en Embajada de Rusia relacionada con reconocimiento de títulos.
f) Correo electrónico de fecha 17 de setiembre, suscrito por el señor Efraín Medina, Secretario General del CSUCA en respuesta al acuerdo del CONARE.
g) Documento del señor Guillermo Molina, semana 36, año 1.
8.5. Dictámenes legales:
El Lic. Gastón Baudrit, Asesor Legal del CONARE, presentó los siguientes criterios legales, de los cuales adjunto copia digital:
a) Apuntes sobre el examen de incorporación profesional en Costa Rica:
b) Rendición de cuentas en la formación profesional de la
Educación Universitaria: Diferencias en el régimen de la Educación Superior (Público - Privado)
8.6. Planes y Programas de estudio
a) Documento de OPES-16-08 Dictamen sobre la propuesta de creación de la Maestría en Gestión de la Innovación Tecnológica de la Universidad Nacional.
b) Nota R-2278 la Universidad Nacional solicita el trámite de aprobación para el plan de estudios de la carrera de Diplomado en Gestión Municipal.
9.  SISTEMA GESTIÓN AMBIENTAL
El miércoles 24 de setiembre se reunió con la Lic. Hilda Quesada, Profesora de la Escuela de Química, quien asumirá como recargo, el Sistema Gestión Ambiental en el que han venido trabajando el Ing.  Carlos Roldan, Profesor de la Escuela de Química, y la Licda. Teresa Salazar, Profesora de esa Escuela. El propósito de dicha reunión fue establecer las condiciones básicas del trabajo que la Licda. Quesada desarrollará para el establecimiento de dicho Sistema.
10. PROYECTO DE  RECICLAJE DE ACEITE AUTOMOTRIZ
El miércoles 24 de setiembre se reunió con el Ing.  Carlos Roldán, Profesor de la Escuela de Química, la Licda. María del Milagro González, Oficial de Proyectos de la Vicerrectoría de Investigación y Extensión, el Ing.  Richard  Feldmann, Director del Proyecto de  Reciclaje de aceite de la empresa Alterfuels, y la Licda. Lucrecia Abarca, funcionaria de dicha empresa, con el propósito de analizar la posibilidad de que el ITCR participe en un proyecto de refinación de aceites automotrices. El ITCR podría realizar el Plan de Negocio, estudio de impacto ambiental, y asistencia para la operación y administración de la eventual planta.
Seguidamente el señor Eugenio Trejos hace entrega del documento denominado "Ayuda Memoria" correspondiente a la Sesión No. 27-2008, del 16 de setiembre del 2008, para lo cual presenta una síntesis de los asuntos tratados en dicha reunión. 
1. Correspondencia
2. Informes del Rector
3. Observaciones Políticas Generales
Edificio de la FUNDATEC 
El señor Johnny Masís hace referencia a un comentario que está dentro de la ayuda memoria del Consejo de Rectoría sobre la propuesta de Reglamento de Contratación Administrativa que tiene a cargo la Comisión de Planificación y Administración, comenta que la propuesta no aportaba nada nuevo en relación con el existente, por lo que no ha sido dictaminado por la Comisión. 
El señor Eugenio Trejos aclara que ya hay una propuesta de reforma a la Ley de Contratación Administrativa.
La señora Sonia Barboza consulta ¿cuál es el avance en la maestría de la Universidad Nacional?
El señor Eugenio Trejos informa que ya la Universidad Nacional tiene montado el nuevo Programa  y que el Instituto Tecnológico se quedó rezagado. 
El señor Roberto Gallardo agrega que falta el apoyo decidido por parte del Instituto Tecnológico de Costa Rica porque se pierden oportunidades y porque no se le da el seguimiento requerido a las iniciativas.
La Sonia Barboza amplía comentado que hay  un problema estructural muy fuerte  y que  esta no ayuda, las iniciativas de las Escuelas nacen pero estas tienen que  hacerlo todo y ellas tienen sus propios  trabajos.  Lamenta que la oportunidad se haya ido porque la Institución era la  llamada a hacerlo.
El señor Roberto Gallardo acepta que con la caída de la Escuela Técnica se caen los colegios universitarios, en San Carlos se aprobó la Carrera de Turismo a nivel Centroamericano para el año 2010.
El señor Eugenio Trejos agrega que en el caso de la iniciativa que tiene que ver con la  gestión de la innovación tecnológica, recuerda que se conformó una comisión en la que estaba la señora Sonia Barboza, pero esta Comisión tuvo algunos percances porque algunas personas se retiraron porque se fueron a estudiar en el extranjero y además la comisión planteó una posibilidad de iniciar un curso de especialidad. 
La señora Sonia Barboza informa que era para avanzar mientras se daba la apertura de un programa especial que fuera la punta de lanza mientras que la Comisión fuera elaborando los requisitos.
El señor Eugenio Trejos agrega que hay escuelas muy agresivas y tienen la iniciativa y lo hacen mientras otras se quedan en iniciativas, efectivamente esto conlleva a poner en remojo algunos programas.  Menciona que esta semana se reunieron la señora Giannina Ortiz y el señor Mario Rodríguez para la iniciativa de la Carrera de Ingeniería Aeronáutica.
El señor Roberto Gallardo considera en su calidad de biólogo, que hay que marcar el territorio de algunas ideas que se tienen en la Institución y él sabe que el código genético del Instituto Tecnológico de Costa Rica a veces tiene genes de gente que quiere dejar al TEC donde está y si se puede más atrás, también porque no tienen visión y se sienten contentos donde está y la realidad no es esa, se debe dar un salto evolutivo enorme se tiene una responsabilidad histórica y se debe potenciar administrativamente esos equipos de trabajo que están en ideas de futuro, porque  sino cómo van a operar.  Insta al señor Eugenio Trejos a hacer que esas ideas promisorias que están bailando en el ambiente, se les puedan dar un apoyo especial administrativo. 
El señor Eugenio Trejos externa que en esta iniciativa se le dará todo el respaldo que requiera para  llevarla a feliz término.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577. 
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTÍCULO 5.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
CAPÍTULO DE PROPUESTAS
ARTÍCULO 6.	Propuestas de miembros del Consejo Institucional
No se presentaron propuestas por parte de los miembros del Consejo Institucional.
ARTÍCULO 7. Conformación de Comisión Especial Mixta (Consejo de Rectoría y Consejo Institucional), que propondrá términos de referencia para la definición del modelo y sitios de intervención del ITCR en regionales del país
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Conformación de Comisión Especial Mixta (Consejo de Rectoría y Consejo Institucional), que propondrá términos de referencia para la definición del modelo y sitios de intervención del ITCR en regionales del país”, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta.
La señora Sonia Barboza consulta cómo se integrarían estas tareas con la Comisión de la Asamblea Institucional Representativa.
El señor Roberto Gallardo agrega que la idea es incorporar el alcance y la actividad de ambas comisiones, él espera coordinar, si a bien lo tienen, la otra Comisión.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 1 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 1 en contra.
La señora Sonia Barboza solicita que conste en actas su voto en contra porque considera que hay duplicidad con la Comisión del Congreso Campus Tecnológico, además cree que con esta Comisión se está entrando por la parte de atrás.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2576, Artículo 8, del 18 de setiembre del 2008, acordó lo siguiente:
“a. Declarar de interés prioritario para el Consejo Institucional, la definición de las regiones de impacto prioritario para desarrollo de programas desconcentrados del ITCR.
b. Constituir una comisión especial mixta, de cuatro personas, entre Consejo Institucional y Consejo de Rectoría, que proponga términos de referencia para la definición del  modelo y sitios de intervención del ITCR en regiones del país a través de programas formales y no formales del ITCR, programas interuniversitarios, convenios internacionales y actividades de vinculación externa, todo ello en regiones diferentes a las que actualmente cuenta con instalaciones.
Esta Comisión deberá presentar a más tardar el 30 de abril un informe de lo actuado.
c. …”
ACUERDA:
a. Integrar la Comisión Especial Mixta (Consejo de Rectoría y Consejo Institucional), para que proponga los términos de referencia para la definición del modelo y sitios de intervención del ITCR en regionales del país, con las siguientes personas:
· Máster Roberto Gallardo Loría, Integrante del Consejo Institucional
· MSc. Rocío Poveda Picado, Integrante del Consejo Institucional
· Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Integrante del Consejo de Rectoría
· MSc. Olger Murillo Bravo, Integrante del Consejo de Rectoría
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
RECESO: De 9:19 a.m. a 9:42 a.m.
El señor  Eugenio Trejos reanuda la sesión y solicita que presida la señora Sonia Barboza para retirarse por unos minutos  a participar de la actividad que tiene la Escuela de Ingeniería en Computación y el Centro de Investigaciones en Computación, de alianza académica con Microsoft, en este acto van a recibir una donación de un software y le solicitan su presencia; al igual que la presencia de los representantes estudiantiles,  Luis Fernando González y Víctor Estrada.
NOTA: El señor Eugenio Trejos, Luis Fernando González y Víctor Estrada, se retiran de la Sesión, a las 9:44 a.m.
La señora Sonia Barboza preside a partir de este momento.  Cede la palabra a la señora Rosaura Brenes para que presente el tema  de la modificación del Reglamento de Becas.
CAPÍTULO ASUNTOS DE FONDO
ARTÍCULO 8.	Modificación del Artículo 18 (inciso m) y del Artículo 27 (incisos c y d)  del Reglamento de Becas del ITCR
La señora Rosaura Brenes presenta la propuesta denominada:  “Modificación del Artículo 18 (inciso m) y del Artículo 27 (incisos c y d)  del Reglamento de Becas del ITCR”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, adjunta a la carpeta de esta acta.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 8 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaria del Consejo Institucional, recibió memorando ViDA-741-08 del 21 de agosto del 2008,  suscrito por la Ing. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al MSc. Eugenio Trejos B., Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita la modificación de los incisos c y d del Artículo 27 del Reglamento de Becas.
2. La Comisión de Asuntos Académicos, en reunión celebrada el 28 de agosto del 2008, según consta en la minuta No. 216-08, conoció la solicitud de modificación al Reglamento de Becas y con el fin de fundamentar la propuesta a elevar al pleno,  dispuso mediante oficio SCI-577-2008,  solicitar la siguiente  información a la Vicerrectoría de Docencia :
· Lista del personal académico y no académico que ha sido becado en programas de postgrados, tipo de nombramiento que tienen en la Institución, así como el Área de especialización y la Unidad a la que pertenecen.
· El porcentaje de funcionarios académicos que han entrado a sustituir al personal jubilado (por carrera), con su correspondiente grado, en ambos casos.
· Carreras descapitalizadas  por cantidad de funcionarios que se han jubilado.
· Cuantificar las becas para postgrado que se han otorgado a funcionarios con tiempo definido y en qué estado se encuentran.
3. La Secretaria del Consejo Institucional, recibió memorando PB-509-08, del 17 de setiembre del 2008,  suscrito por la M.B.A. Gabriela Carballo Chacón, Encargada del Comité de Becas, dirigido al MSc. Eugenio Trejos B., Presidente del Consejo Institucional, en el cual adjunta la  propuesta para que el Consejo Institucional pueda aprobar por la vía de excepción, la omisión del Artículo 27, incisos c y d del Reglamento de Becas del ITCR, para la realización de estudios en el exterior a cuatro funcionarios de la Institución, que solicitaron becas pero que cuentan con menos de dos años de laborar ininterrumpidamente en la Institución.
4. El Artículo 18. inciso m, del Reglamento de Becas del ITCR, señala: 
“m. Resolver las situaciones no previstas en este reglamento y elevarlas en caso necesario ante el rector para que éste presente la solicitud de reforma del reglamento ante el consejo institucional,  o en casos muy calificados  y debidamente fundamentados se proceda a dispensar requisitos  a los becarios ante situaciones que sean de importancia institucional”
5. El Artículo 27, incisos c y d del Reglamento de Becas del ITCR, señalan: 
Artículo 27 
Para optar por una beca, el candidato debe cumplir con los siguientes requisitos dentro del Instituto.
“c. 	Haber obtenido evaluaciones en el desempeño del puesto superiores a 85 en los dos últimos años, o en el período laborado en caso de que tenga menos de dos años de contratado para lo establecido en el inciso d) del Artículo 3.
d. 	Haber laborado ininterrumpidamente en el Instituto, al menos 6 meses para aquellas becas de corta duración en Costa Rica; y al menos dos años para becas y pasantías en el exterior, y pasantías o posgrados en Costa Rica”
6. El Consejo Institucional, en la Sesión Ordinaria No. 2575, Artículo 13, del 11 de setiembre del 2008, acordó:
“a. Aprobar el Plan de Becas y el Plan de Capacitación Interna para el año 2009.
b. Solicitar a la Administración la implementación de un plan de emergencias para la formación de máster y doctores en el área de la ingeniería, con el propósito de sustituir a los profesionales jubilados y elevar el nivel de distintas carreras de ingeniería.”
7. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en reunión celebrada el 18 de setiembre del 2008, según consta en la Minuta No. 218-08,  conoció la solicitud presentada por el Comité de Becas,   sobre  la propuesta por la vía de excepción, para la realización de estudios en el exterior para los siguientes cuatro funcionarios de la Institución:
· MSc. Oscar Andrey Herrera Sancho, Escuela de Física 
· Lic. Ing. José Andrés Araya Obando, Escuela de Ingeniería en Construcción 
· Lic. Ing. Mauricio Muñoz Arias, 	      Escuela de Ingeniería Electrónica
· MSc. Alejandro Hernández Soto,        Escuela de Biología
8. En esta reunión la Comisión analiza la solicitud y está consciente de la necesidad que tienen las Escuelas de Biología, Ing. Electrónica, Física e Ing. en Construcción,  de remozar o aumentar el nivel académico de su personal, así mismo las limitantes expresadas en el Artículo 27, incisos c y d  del Reglamento de Becas para el Personal del ITCR, contravienen en la actualidad el bienestar académico de la Institución, al cercenar la posibilidad para que estos jóvenes profesores puedan optar en este momento por la posibilidad de realizar estudios y puedan aportar a corto plazo una contribución significativa a la investigación en el ITCR.
9. Se hace necesario dar una solución urgente al problema aquí expuesto, por lo que somete a análisis y aprobación del pleno del Consejo Institucional, la propuesta de Modificación del Artículo 18 (Inciso m) y del Artículo 27 (Incisos c y  d)  del Reglamento de Becas del ITCR 
10. A la fecha, la Comisión de Asuntos Académicos no ha recibido la información solicitada en el SCI-577-2008, a la Vicerrectoría de Docencia, la cual posteriormente será analizada.  
ACUERDA:
a. Modificar el Artículo 18 del Reglamento de Becas del ITCR, inciso m, para que se lea: 
“Artículo 18.
m.  Resolver las situaciones no previstas en este reglamento, respetando el ámbito de competencia del jerarca que agota la vía administrativa en estas gestiones…” 
b. Modificar el Artículo 27, incisos c  y  d  para que se lean:
“Artículo 27.
c.	Haber obtenido evaluaciones en el desempeño del puesto superiores a 85 en los dos últimos años, o en el período laborado en caso de que tenga menos de dos años de contratado para lo establecido en el inciso d) del Artículo 3.
 d.   Haber laborado ininterrumpidamente en el Instituto por un lapso de al menos 6 meses.”
c. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
NOTA: El señor Johnny Masís considera prudente esperar al señor Eugenio Trejos para pasar al siguiente punto, por lo que solicita un receso hasta tanto lleguen la señora Sonia Astúa y el señor Jorge Mena, quienes harán la presentación de la Modificación Presupuestaria No. 03-2008.
RECESO: De 9:17 a 9:35 a.m.
ARTÍCULO 9. Modificación Presupuestaria No. 03-2008
NOTA: Se presentan a la Sesión en calidad de invitados, la Licda. Deyanira Meza, MAE. Jorge Mena y la Licda. Sonia Astúa, a las 10:00 a.m.
La señora Sonia Barboza da la bienvenida a los invitados y cede la palabra.
El señor Jorge Mena presenta la Modificación Presupuestaria No. 03-2008, en los siguientes términos:
OBJETIVO DE LA MODIFICACIÓN
Redistribuir los recursos asignados entre algunas sub-partidas, con el fin de atender necesidades del cuarto trimestre, de acuerdo  a las metas de las Escuelas y/o Departamentos, según las proyecciones de partidas.
RESUMEN
· Período:  Julio a Setiembre
· Numeración:  De la 280 a la 540
· Total de modificaciones en el Trimestre: 261 formularios.
· Monto total de las variaciones:  ¢541,849.74 miles.
MODIFICACIÓN PRESUPUESTARIA 3-2008
RIGEN Y APLICACIÓN DE RECURSOS
(EN MILES DE COLONES)
	PARTIDA
	APLICACIÓN

	APLICACION DE RECURSOS
REMUNERACIONES
	1,512.00

	ACTIVOS FINANCIEROS
	4,500.00

	BIENES DURADEROS
	30,348.23

	AMORTIZACIÓN
	11,500.00

	CUENTAS ESPECIALES
	2,403.91

	TOTAL
	50,264.14


VARIACION NETA POR PROGRAMA
	PROGRAMA
	MONTO

	ADMINISTRACION
	91,792.76 

	DOCENCIA
	-63,837.11 

	VIESA
	20,551.03 

	VIE
	-28,644.91 

	SAN CARLOS
	-19,861.78


MODIFICACIONES A SER APROBADAS POR EL CONSEJO INSTITUCIONAL
Modificaciones pendientes de aprobación por parte del Consejo Institucional
# MODIFICACIONES:  89
Monto:  471,863.99 miles
MODIFICACIÓN PRESUPUESTARIA NO. 3-2008
COMPOSICIÓN
	NATURALEZA DEL RECURSO
	APLICACIÓN
	PORCENTAJE

	Fondos Propios
	418,244.39
	76%

	Fondo del Sistema
	85,247.39
	16%

	Fondo de Unidades Operativas
	35,597.35
	7%

	Proyectos de Investigación
	8,260.60
	2%

	TOTAL
	 
	 
	547,349.73
	100%


MODIFICACIÓN PRESUPUESTARIA NO. 3-2008
COMPOSICIÓN
	DISTRIBUCIÓN POR PROGRAMA Y SUBPROGRAMA
	APLICACIÓN
	PORCENTAJE

	DIRECCIÓN SUPERIOR
	13,523.61
	2%

	CENTRO ACADÉMICO SAN JOSÉ
	6,655.00
	1%

	ADMINISTRACIÓN
	207,767.55
	38%

	DOCENCIA
	124,778.18
	23%

	VIDA ESTUDIANTIL
	83,491.16
	15%

	INVESTIGACIÓN Y EXTENSIÓN
	65,797.79
	12%

	SEDE REGIONAL SAN CARLOS
	45,336.44
	8%

	TOTAL
	 
	 
	547,349.74
	100%


La señora Sonia Barboza comenta sobre la preocupación que la Auditoría envió en su memorando, cuando se le solicitó criterio con respecto a la modificación que tiene que ver con el pago de becas tanto a funcionarios como a estudiantes con fondos del sistema a la Escuela de Ciencias del Lenguaje. Por lo que se solicitó que estuviera la señora Deyanira Meza,  quien designó el señor Isidro Álvarez para este asunto y hace una observación en cuanto a la modalidad de la Resolución de la Rectoría para aplicar los fondos del sistema, en aquel momento la Comisión de Inglés que ya no existe y junto con otros miembros del Consejo Institucional se había enviado a solicitar que dado que sus lineamientos no estaban, simplemente se hiciera un convenio con la Fundación Tecnológica.  Señala que la posición de la Rectoría, que también quisiera oír a la Auditoría Interna al respecto, es que en este caso ese programa no está regido como una actividad de vinculación externa, no cabe la aplicación de los Lineamientos TEC-FUNDATEC,  por lo que, se hacía esa resolución de Rectoría; sin embargo, a la hora de hacer la consulta a la Auditoría Interna ésta, cuestiona también el otro mecanismo en que la Rectoría como tal, está implementando por cuanto en realidad se estaría hablando de que se estaría dando una compra de servicios a la Fundación Tecnológica, con lo cual también está en cuestionamiento la contratación administrativa. Solicita que la Auditoría Interna exprese su mayor preocupación al respecto, porque de no aclararse esto se estaría a lo mejor aprobando una modificación a la cual hay que hacerle algunos ajustes o prever algunos cambios.
El señor Isidro Álvarez explica que la Auditoría reconoce la intención y los beneficios que para la Institución ofrezca tanto para los funcionarios como para los estudiantes, la ejecución del programa de inglés, lógicamente ese tema fue tratado en marzo y después modificado en agosto. Considera que faltó una iniciativa administrativa para formalizar ese procedimiento, no se conocía de la intención de la Rectoría de pasar esos recursos a la Fundación Tecnológica por medio de una resolución, lo que le pareció no fue el procedimiento idóneo de trasladar los fondos a la Fundatec por resolución, porque esto es muy peligroso ya que el Instituto Tecnológico de Costa Rica, no puede estar trasladando los fondos a la Fundatec. Reconoce la conveniencia que eventualmente debió haber motivado la Administración para considerar a la FUNDATEC como la prestataria de servicios idóneos en este punto, esa fue la voluntad que demostró el Consejo Institucional y esto está previsto en la normativa de contratación administrativa siempre y cuando se vea como un oferente único, se justifique y se normalice el acto. 
El señor Eugenio Trejos agrega que se fundamentaron en el Convenio Marco,  porque este señala que esos convenios específicos entre el Instituto Tecnológico o la Fundación, se hacen cuando hay una vinculación externa pero en este caso no la hay, ese fue el tema único que se vio y por eso la justificación legal de la misma, para ellos no hay ningún acto de ilegalidad en esa Resolución y de seguido procede a la lectura de la Resolución para mayor abundamiento.
El señor Isidro Álvarez agrega que en realidad al no ser una actividad de vinculación externa, se visualiza que lógicamente no son aplicables los Artículos 17 y 18 como se mencionan en esa Resolución, pero entienden que las fundaciones están capacitadas para recibir transferencia para cumplir con sus objetivos propios y no del Instituto Tecnológico y es así en donde no se aplica.   Agrega que cuando se trata de prestación de servicios igualmente debió de estar reflejado en una transferencia.
La señora Sonia Barboza considera que en realidad el asunto es cómo se arregla para que esté el respaldo respectivo, no se está cuestionando el interés institucional.  Agrega que de hecho cuando la Comisión de Inglés en su momento hizo la propuesta de lineamientos, lo hizo con la mejor intensión de subsanar un problema institucional tanto de los estudiantes como de los funcionarios en materia de un segundo idioma. Creen que ellos están claros como Consejo Institucional que en realidad los lineamientos se plantearon como un mecanismo de vinculación externa remunerada y este asunto viene a señalar una deficiencia que en su momento no la vieron. Considera que el mismo Convenio Marco está muy direccionado a la prestación de servicios y nunca se contempló que hubiera otro tipo de relaciones con la FUNDATEC. 
El señor Diógenes Alvarez externa que le queda una duda sobre el procedimiento correcto que debe seguirse en cumplimiento a las observaciones de la Resolución y también del informe de la Auditoría Interna.
El señor Isidro Álvarez agrega que sin salvarse los cursos ya dados los lineamientos de presupuesto, dicen que la Institución no reconocerá ningún gasto que ya se haya generado, si se estaría aprobando una modificación hoy, lógicamente se estaría  aprobando gastos desde enero o el Consejo Institucional tendría que tomar la decisión. 
El señor Diógenes Álvarez añade que lo expuesto por el señor Eugenio Trejos y la señora Sonia Barboza es cierto, le parece que debe hacerse en la forma correcta.  Manifiesta que le gustaría que el acuerdo lleve explícito el procedimiento correcto que debe seguirse y en el caso de él queda con duda de cuál sería el procedimiento a seguir la próxima vez por la Rectoría a efectos de tomar una decisión o no.
El señor Eugenio Trejos añade que la Auditoría está haciendo algunos señalamientos que implicarían actos disciplinarios y le parece injusto porque la Auditoría señala apertura de procedimiento administrativo y ellos están haciendo lo correcto. 
El señor Jorge Mena informa que hasta el momento no se ha incurrido en ningún desembolso de esas partidas. 
El señor Johnny Masís informa que se condiciona la aprobación de la modificación relativa al traslado de los fondos, y comenta que el ya informó al señor Jacinto Brenes, quien va a elaborar una propuesta.  Consulta al señor Isidro Álvarez  si separando los recursos de estudiantes y funcionarios será posible aprobarla. Aclara que a la Fundación no se le hagan estas transferencias. De seguido procede a la lectura de la propuesta.
El señor Isidro Álvarez considera que el criterio de los técnicos en el manejo presupuestario se debe respetar, en ese sentido la propuesta tendría que estar muy alimentada de los criterios de cómo se visualiza el señor Jorge Mena, qué debe darse para que tenga tranquilidad en el manejo técnico que está haciendo de la materia, porque debe ser incómodo  que se le pida algo que él está conciente de que no es correcto desde la técnica presupuestaria. Agrega que lo otro es que efectivamente el Convenio no se está visualizando a la luz del Convenio Marco y de la vinculación externa que no aplica sino, justificando la conveniencia que sea la FUNDATEC la prestadora del servicio de capacitación en el idioma del inglés se concrete un convenio en el que efectivamente se establezcan las responsabilidades de ambas partes.
El señor Johnny Masís manifiesta que la Comisión coincidió en condicionar la ejecución de la solicitud de Modificación al Presupuesto No. 539 referente al programa de inglés para funcionarios y estudiantes sujeto a la confección de un convenio entre el Instituto Tecnológico de CR y la Fundación Tecnológica de Costa Rica.  Aclara que se conversó sobre esto con la señorita Giannina Ortiz y el señor Jacinto Brenes, para ver en qué medida ellos están anuentes a este procedimiento o no con el afán de fortalecer la actividad y ellos le comentaban que estaban anuentes, además, el señor Jacinto Brenes indicó que tiene un borrador de la propuesta.  Agrega que la idea del convenio es que a la Fundación Tecnológica no se le deben hacer giros ni transferencias sino pagos por la realización del proyecto del segundo idioma en el Instituto Tecnológico de Costa Rica. 
El señor Eugenio Trejos manifiesta que de hecho esa es la intensión y el espíritu que animaba estaba resolución y  como no se tenían los fondos asignados el mecanismo de separación de estudiantes y funcionarios nunca se había empleado, es la primera vez que nos encontramos con esta situación a nivel institucional y la única manera era trasladar los recursos y ahora se está afinando más con mayor detalle con base en la experiencia adquirida.
El señor Johnny Masís presenta la propuesta denominada:“Modificación Presupuestaria No. 03-2008”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio VAD-271-2008, con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Bernal Martínez G., Vicerrector de Administración, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el Informe de la Modificación Presupuestaria No. 03-2008, para el respectivo análisis, y sea elevado al pleno del Consejo Institucional. 
2. La Secretaría del Consejo Institucional recibió los oficios PAO-OPI-547-08, 548-08, 556-08, 564-08, 576-08, 577-08 y 578-08, en el cual el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, remite pronunciamiento sobre las solicitudes de Modificación al Presupuesto numeradas de la 280 a la 539, para conocimiento y aprobación, en lo que corresponda, del Consejo Institucional, mismas que fueron trasladadas a la Comisión de Planificación y Administración para el respectivo análisis.  El documento indica:
“La aplicación de los recursos provenientes de las modificaciones internas numeradas de la N° 280 a la N° 539 que integran la Modificación Presupuestaria N° 3-2008, no afectan el Plan Anual Operativo 2008, según la afirmación de los responsables del cumplimiento de sus metas, expreso en dichos documentos; puesto que únicamente transfiere recursos económicos, para el reforzamiento del presupuesto asignado al cumplimiento de los diversos Objetivos Específicos y Metas planteadas en dicho Plan para los diversos Programas Presupuestarios”
3. La secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio R-686-2008  Memorando con fecha 3 de setiembre del 2008, suscrito por el  MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a los señores Miembros del Consejo Institucional, en el cual da respuesta a la nota SCI-578-2008 respecto a la “Resolución RR-192-2008” y hace mención de dos factores: 
“1.	Se trata de un pago de servicios ya realizados por la Fundatec
 2.	No se trata de una actividad de vinculación externa…”
4. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión extraordinaria No. 272-2008, concluyó con el análisis de la Modificación Presupuestaria No. 03-2008 y dispuso solicitar a la Auditoría Interna el criterio respecto al Informe de Modificación al Presupuesto No. 03-2008, para que pueda ser tomado como insumo en el análisis del Informe por parte del pleno del Consejo Institucional.
5. En el Informe de Modificación al Presupuesto 03-2008, consta el oficio DFC-1726-2008, suscrito por el MAE. Jorge Mena C, Director del Departamento Financiero Contable, dirigido al MAE. Bernal Martínez, Vicerrector de Administración, en el cual se indica que la solicitud de modificación al presupuesto número 339 queda excluida por no corresponder a una modificación con efecto en este informe.
6. En el mismo oficio se indica que el rango de las solicitudes de modificaciones presentadas va de la 280 a la 538, sin embargo de la revisión del informe se determina que existe una solicitud de modificación al presupuesto adicional con número 539, la cual es incluida dentro del análisis por parte de la Comisión de Planificación y Administración del Consejo Institucional.
7. La Secretaría del Consejo Institucional recibió con fecha 23 de setiembre del 2008, el oficio AUDI-256-2008suscrito por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigido al Lic. Johnny Masís S. Coordinador a.i. de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el Informe AUDI-AS-012-2008 “Observaciones a la Modificación No. 03-2008 al Presupuesto Ordinario 2008”. 
8. La Secretaría del Consejo Institucional recibió con fecha 24 de setiembre del 2008, el Oficio DFC-1765-2008, suscrito por el MAE. Jorge Mena C, Director del Departamento Financiero Contable, dirigido al Lic. Johnny Masís S. Coordinador a.i. de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite observaciones al informe de la Auditoria AUDI-256-2008 sobre el informe de modificación al presupuesto N° 03-2008. Específicamente se refiere a la solicitud número 539 e indica:
“Con la Modificación propuesta se realiza la reclasificación de los fondos, en las SubPartidas indicadas, por tal motivo consideramos que la retribución indemnizatoria no corresponde en este caso, es un pago por un servicio de capacitación que recibirán tanto estudiantes como funcionarios.”
9. La Secretaría del Consejo Institucional recibió con fecha 24 de setiembre del 2008, el Oficio VIDA-887-2008, suscrito por la Ing. Giannina Ortíz, M.Sc., Vicerrectora de Docencia y el Lic. Jacinto Brenes, Director de la Escuela de Ciencias del Lenguaje, dirigido al Lic. Johnny Masís S. Coordinador a.i. de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite aclaraciones sobre el oficio AUDI 256-2008. Este oficio recalca algunos acuerdos que ha tomado el Consejo Institucional en función del programa de ingles, a saber:
· Sesión Ordinaria No. 2522, Artículo 11, del 9 de agosto del 2007. Autorización para la apertura y declaración de interés institucional del Programa Especial de Inglés para estudiantes y funcionario
· Sesión Ordinaria No. 2548, Artículo 13, del 06 de marzo del 2008. Lineamientos para el Desarrollo del Programa de Inglés para estudiantes, personal docente y administrativo del Instituto Tecnológico de Costa Rica
· Sesión Ordinaria No. 2571, Artículo 11, del 14 de agosto del 2008. Modificación de Lineamientos para el Desarrollo del Programa de Inglés para estudiantes, personal docente y administrativo del Instituto Tecnológico de Costa Rica
· Sesión Ordinaria No. 2572, Artículo 11, del 21 de agosto del 2008. Modificación del inciso c. del Acuerdo de la Sesión 2571, Artículo 11, del 14 de agosto, 2008 “Modificación de Lineamientos para el Desarrollo del Programa de Inglés para estudiantes, personal docente y administrativo del Instituto Tecnológico de Costa Rica
10. La Secretaría del Consejo Institucional recibió memorando DFC-1766-2008, con fecha 24 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Jorge Mena C., Director del Departamento de Financiero Contable, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual informa que se incorpora dentro del informe de Modificación Presupuestaria N° 03-2008, la solicitud de modificación N° 540.  El objetivo de la misma es atender el acuerdo del Consejo Institucional No. 2562, Art. 9, del 12 de junio del 2008.
11. Mediante Oficio PAO-OPI-579-2008, con fecha 25 de setiembre del 2008, suscrito por el MBA. Rony Rodríguez B., Director de la Oficina de Planificación Institucional, dirigido a la Máster Sonia Barboza F., Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual indica que la Modificación 540, no afecta el PAO-2008.
12. Pese a que el Informe de Modificación al Presupuesto Nº 03-2008 debe contener un análisis de las implicaciones de las variaciones que afectan la subpartida de “Equipo y programas de cómputo”, el Consejo Institucional carece de esta información para la discusión de ese aspecto en el presente punto.
SE PROPONE:
a. Dar por conocidos los documentos de solicitud de modificación al presupuesto comprendidos entre el 280 al 449, detallados según anexo N° 5 del Informe de Modificación Presupuestaria N° 03-2008, por un monto de ¢75,485.7 miles.
b. Aprobar las solicitudes de modificaciones presupuestarias numeradas de la 450 a la 540 detallados según anexo N° 6 del Informe de Modificación Presupuestaria N° 03-2008, por un monto de 472.364.0 miles, excepto la N° 465, por cuanto no se justifica suficientemente la colocación de una aguja de regulación de paso vehicular, destinado al parqueo de la nueva clínica, esto debido a que la aguja constituiría un obstáculo peligroso en caso de tener una salida de emergencia de los médicos o el técnico de emergencias medicas, tomando en cuenta que la ambulancia tendría otra vía de acceso.
c. Condicionar la ejecución de la subpartida “Equipo y programas de cómputo”, a la presentación, análisis y aprobación por parte de Consejo Institucional de la variación al Plan Informático, producto de estas modificaciones.
d. Condicionar la ejecución de la solicitud de modificación al presupuesto número 539, referente al Programa de Ingles para Funcionarios y Estudiantes, sujeto a confección de un convenio entre el ITCR y la FUNDATEC. 
e. Solicitar a la Administración atender, en lo que corresponda, las observaciones señaladas por la Auditoría Interna según el Informe AUDI-AS-012-2008 “Observaciones a la Modificación Nº 03-2008 al Presupuesto Ordinario 2008”. 
f. Remitir el Informe de Modificación al Presupuesto Nº 03-2008 a la Contraloría General de la República.
El señor Isidro Álvarez externa que le gustaría escuchar el criterio técnico en materia presupuestaria, para ver si con eso se resuelve el problema del manejo de presupuesto que  actualmente manejan y luego él se sometería hacer un resumen de su posición.
La señora Sonia Astúa informa que con lo que ellos revisaron en documentos que han existido en relación con el programa de capacitación a funcionarios y estudiantes, consideran que aplicando la modificación lograrían cumplir con el objetivo que ellos requieren y tomando en cuenta la propuesta de la Comisión esperarían solamente que si la modificación se aprueba,  que se tenga el convenio para poder ejecutar.
El señor Eugenio Trejos considera que es correcto lo expuesto por el señor Isidro Álvarez y agrega que de hecho ellos actuaron en base en los montos presupuestarios que ya estaban previstos y el mecanismo que venían ejecutando. Añade que de aquí en adelante considera razonable la propuesta de la Comisión de suscribir ese convenio a efectos de que ya se norme la relación futura para  la ejecución de los programas de inglés y para poder corregir cualquier eventual procedimiento que haya seguido a la luz del marco de la Ley se cumplió.
La señora Sonia Barboza externa que ella tiene claro que el procedimiento se endereza de ahora en adelante, lo que le preocupa es hacia atrás, porque como está expreso en las notas que se han leído los servicios ya fueron prestados y lo del convenio no los va a cubrir. Considera que esta situación amerita por lo que estuvieron conversando con la señora Deyanira Meza, el señor Isidro Álvarez  y con el señor Johnny Masís, que la modificación debe replantearse en términos de las partidas en las cuales hay que aplicarles lo de atrás. Visualiza que la única manera de subsanarlo es de que la modificación hay que partirla en dos: lo de atrás para que la porción correspondiente llegue a la partida de indemnizaciones y lo de adelante queda como está amparado a la suscripción del convenio. Sugiere que los compañeros de Financiero Contable hagan esos ajustes y se deje sin votación la propuesta hasta que ellos clarifiquen esos procedimientos a enderezar.
El señor Jorge Mena comunica que ellos carecen de la información de cuántos cursos  por nivel se han dado hasta el momento, se tendría que trabajar en conjunto con Ciencias del Lenguaje para ir a verificar cuántos son lo que han dado, tiene entendido que a partir de octubre comienza otro nivel.
El señor Johnny Masís consulta si es posible hacer las adaptaciones en el documento para incluirla en la agenda de la sesión extraordinaria por celebrarse el próximo lunes.  Además del plan informático.
El señor Víctor Estrada solicita que se haga la excepción de la solicitud 495 del FSDE, porque el plan informático no tiene nada que ver con la modificación que ellos requieren.
El señor Johnny Masís agrega que en ese sentido prefiere que la Administración presente el Plan Informático, mañana viernes para que la Comisión pueda verlo.
El señor Eugenio Trejos informa que se incorporará el tema en la sesión extraordinaria del lunes incluyendo los documentos solicitados. 
NOTA: Se le da las gracias a las personas invitadas y se retiran de la Sesión, a las 11:15 a.m.
Receso: De 11: 15 a.m. a 11:20 a.m., para hacer el corte en la grabación.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 10. Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2568, Art. 8 del 31 de julio del 2008,  “Eficacia Jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico No. 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución”;  presentado por el MSc. Eugenio Trejos B., en su condición de Rector
La señora Sonia Barboza presenta la propuesta denominada: “Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio ante la AIR, contra el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en la Sesión No. 2568, Art. 8 del 31 de julio del 2008,  “Eficacia Jurídica del “Convenio de Adhesión al Convenio Específico No. 96 entre el ITCR, la UNA, la UCR y la UNED”, legitimidad del uso de los recursos públicos en dicho convenio y establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución”;  presentado por el MSc. Eugenio Trejos B., en su condición de Rector”, elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
A. Solicitud de revocatoria por aspectos formales
1. Respecto a la solicitud del recurrente de revocar el inciso I.a del acuerdo impugnado por considerar que el Consejo Institucional carece de competencia para declarar la ineficacia del convenio 
I. El argumento del recurrente: 
Plantea que “La eficacia o ineficacia de un instrumento convencional como el del “Convenio de Adhesión…” no depende de la voluntad de un cuerpo colegiado como es el Consejo institucional; que este órgano no es competente para declarar la carencia de eficacia del citado Convenio, pues “la eficacia, entendida como la capacidad del Convenio para generar efectos jurídicos tiene que ver con que el mismo se ajuste formal y materialmente a Derecho”. 
Concluye diciendo: “Estamos en presencia de un acuerdo sobre la eficacia de un Convenio, tomado por un órgano que no tiene las potestades, ni la competencia ni los conocimientos técnicos necesarios para declarar la carencia de eficacia del mismo.” 
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
La utilización del adjetivo “ineficaz” y/o del sustantivo “ineficacia” en relación con dicho convenio por parte de la Comisión de Planificación y Administración, órgano responsable de elaborar la propuesta base a partir de la cual el Consejo Institucional tomó el acuerdo refutado (Sesión No. 2568, Artículo 8, del 31 de julio del 2008) se fundamenta en las siguientes razones:
a. Entre las conclusiones del “Informe AUDI/AS-007-2008, Observaciones a los procedimientos seguidos en la tramitación del Convenio de Adhesión número noventa y seis entre el ITCR y la Universidad de Valencia y sobre la legitimidad del uso de los recursos involucrados 2008” del 5 de mayo del 2008, la Auditoría Interna señala:
i. “…se evidencia que la Administración ha ejecutado actividades e incurrido en erogaciones amparadas en el ‘Convenio de Adhesión’, sin contar con la eficacia jurídica que se demanda en el mismo, al no contar el documento con la firma de todas las partes, previo al inicio de las actividades convenidas.”
ii. “…es preciso que el Consejo Institucional o la instancia de la administración activa con competencia para ello, solicite … Proceder,  a la mayor brevedad, a concretar la firma del “nuevo” Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales, a fin de que se obtenga la eficacia jurídica que permita la realización de las actividades convenidas.
b. El impugnado acuerdo señala que el “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” carece de eficacia legal, no solo porque no tiene las firmas de los representantes legales de todas las universidades participantes sino también porque dicho convenio incumple los requisitos que establece el artículo 145 de la Ley General de Administración Pública, para que los actos administrativos adquieran eficacia jurídica:
Artículo 145.-
1. Los efectos del acto administrativo podrán estar sujetos a requisitos de eficacia, fijados por el mismo acto o por el ordenamiento.
2. Los requisitos de eficacia producirán efecto retroactivo a la fecha del acto administrativo, salvo disposición expresa en contrario del ordenamiento.
3. Cuando el acto requiera autorización de otro órgano la misma deberá ser previa.
4. Cuando el acto requiera aprobación de otro órgano, mientras ésta no se haya dado, aquél no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse ni ejecutarse.”
c. Tal como se señala en el acuerdo impugnado, el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” presenta una serie de defectos relacionados con el trámite de formulación, revisión y ejecución de convenios que le impiden adquirir su plena eficacia o validez jurídica.  Entre otras, pueden mencionarse las siguientes faltas:
i. La Vicerrectoría de Administración, la Oficina de Planificación Institucional y la Oficina de Asesoría Legal presuntamente no participaron, ni formal ni oportunamente, en el trámite de aprobación conforme lo dispone la normativa interna dictada al efecto.
ii. La Dirección de Cooperación presuntamente inobservó las disposiciones establecidas por la normativa interna en el trámite de aprobación de convenios.
iii. El Convenio fue presuntamente suscrito por el Rector, M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, sin cumplir el requisito estatutario de contar con la autorización del Consejo Institucional antes de proceder a firmarlo (Artículo 18, inciso q), lo que podría significar, en grado de probabilidad, que no se contó con el criterio de eficacia legal de un convenio antes de proceder a su suscripción y ejecución.
iv. El Convenio de Adhesión no fue suscrito por el Rector de la Universidad de Valencia. 
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el inciso I.a del acuerdo impugnado por considerar que el Consejo Institucional carece de competencia para declarar la “ineficacia jurídica” del convenio ya que, al haber inobservado la Administración lo dispuesto por el Artículo 145 de la Ley General de Administración Pública, en el proceso de trámite y aprobación del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”, y faltarle a dicho Convenio una serie de requisitos indispensables para adquirir la eficacia jurídica, entre ellos la aprobación por parte del Consejo Institucional, dicho convenio “no será eficaz, ni podrá comunicarse, impugnarse ni ejecutarse” (LGAP, Artículo 145, inciso 4).
2. Respecto a la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo que ordena a la Administración de suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia” (Inciso I.b del acuerdo impugnado)
I. El argumento del recurrente: 
El recurrente solicita revocar el inciso I.b. del acuerdo el cual dispone “Ordenar a la Administración suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados y/o relacionados con el convenio mencionado, por el tiempo mínimo necesario para que el nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, presentado por la Administración al Consejo Institucional sea aprobado por este órgano colegiado y con ello adquiera la eficacia jurídica necesaria para su ejecución.” 
El recurrente plantea esta solicitud por considerar que ese acuerdo es inoportuno e ineficaz, basado en las siguientes razones:
a. A la fecha, prácticamente “todos los alcances contemplados y/o relacionados con el convenio mencionado” han sido presupuestariamente ejecutados, por lo cual es evidentemente inoportuno e ineficaz ordenar la suspensión inmediata de dicha ejecución. 
b. En la misma Sesión en que se tomó el acuerdo impugnado (N° 2568) se aprobó el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales”, con lo cual resulta obvio que “suspender la ejecución… por el tiempo mínimo necesario” resulta absurdo, inoportuna e ineficaz, pues tal aprobación se dio de manera casi inmediata, mediante el artículo 9 en la misma sesión del acuerdo impugnado.
c. Al aprobar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia y las universidades públicas nacionales” en la misma Sesión en que se tomó el acuerdo impugnado (N° 2568), el Consejo Institucional está subsanando –si es que hubiera algo por subsanar- los presuntos vicios o defectos que supuestamente habrían generado ineficacia en el Convenio de Adhesión. 
De tal manera que, aún aceptando la presunta ineficacia del Convenio de Adhesión –la cual no acepta el recurrente- la misma quedó totalmente subsanada con el Acuerdo del Art. 9 de esa misma sesión.
Por tanto, al haberse avalado la suscripción del nuevo Convenio en la misma Sesión en que se ordenó suspender la ejecución presupuestaria, condicionando tal suspensión a la aprobación del nuevo convenio, vuelve improcedente y nugatorio el impugnado punto I.b
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Conforme lo establecido por el Estatuto Orgánico, y por la misma Contraloría General de la República, la autoridad indiscutible en materia presupuestaria en el ITCR es el Consejo Institucional.
Producto de esta potestad, a este cuerpo colegiado le está indisolublemente unida la responsabilidad por la autorización de uso de los recursos públicos otorgados al Instituto para el cumplimiento de sus fines.
Por tal motivo, no puede aceptar el Consejo Institucional que se continúen realizando erogaciones económicas para la ejecución del convenio mencionado, sin señalar el conjunto de irregularidades detectadas hasta el momento en que se tomó el acuerdo recurrido.
Identificar que el “Convenio con la Universidad de Valencia” carece de eficacia jurídica y autorizar la erogación de recursos para su ejecución, tal como lo señala la asesora legal de este órgano “hubiese hecho incurrir a los miembros en responsabilidad de los diferentes tipos que existen”.
Precisamente el ser el Consejo Institucional el órgano superior en materia presupuestaria, cuenta con facultades suficientes para ordenar, de manera válida, a la Administración suspender en forma inmediata el flujo presupuestario relacionado con el convenio cuestionado, en acatamiento estricto, del rol de la función pública apegada a la legalidad. 
     Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo que ordena a la Administración de suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con el “Convenio de adhesión con  la Universidad de Valencia”
3. Respecto al criterio del recurrente en el sentido de que suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria “atentaría contra los intereses de los estudiantes y contra los intereses de la Institución”.
I. El argumento del recurrente: 
El recurrente considera que el acuerdo inciso I.a. del acuerdo impugnado, el cual declara la ineficacia legal del mencionado convenio “es improcedente, pues no puede producir efectos y, si los produjera, se estaría ante situaciones ilógicas y absurdas”.
Agrega el recurrente que “si se aceptara la hipótesis de que el Consejo Institucional puede declarar al Convenio de Adhesión “ineficacia legal”, eso significaría que todo lo realizado en el marco de dicho convenio no produjo efectos jurídicos. Es decir, los cursos, los pagos, los créditos, todo el quehacer académico y administrativo realizado en el marco del citado Convenio de Adhesión, son jurídicamente inexistentes. 
Por tanto, concluye el recurrente, el Consejo Institucional “Debería proceder a anular, en lo que corresponde al ITCR, todo lo realizado durante el período en que la Administración actuó en el marco del Convenio de Adhesión, pues lo que significa ‘carencia de eficacia’ es eso”. 
Señala el recurrente además que “eso atentaría contra los intereses de los estudiantes y contra los intereses de la Institución.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
a. El recurrente utiliza una forma incorrecta de razonamiento lógico que lo conduce a establecer una relación causa-efecto incorrecta: a partir de la declaratoria de “ineficacia jurídica” del “Convenio de adhesión” realizada por el Consejo Institucional (causa), concluye que “todo lo realizado en el marco de dicho convenio no produjo efectos jurídicos” (efecto incorrecto).
Para el Consejo Institucional la consecuencia de la “ineficacia jurídica” NO ES la anulación de los actos administrativos realmente ejecutados en el marco del citado Convenio de Adhesión (“los cursos, los pagos, los créditos, todo el quehacer académico y administrativo” y declarar que tales actos son “jurídicamente inexistentes”).
Por el contrario, para el Consejo Institucional la consecuencia conclusión lógica de declarar “jurídicamente ineficaz” el convenio mencionado es tomar el conjunto de medidas que forman parte del acuerdo impugnado:
i. Ordenar a la Administración suspender de manera inmediata la ejecución presupuestaria de todos los alcances contemplados en y/o relacionados con un convenio “jurídicamente ineficaz”, (Inciso I.b del acuerdo impugnado).
ii. Tomar medidas orientadas a determinar las causas relacionadas con el cumplimiento de las disposiciones internas y externas relacionadas con la negociación, trámite y suscripción de convenios que dieron origen al surgimiento de un convenio “jurídicamente ineficaz” (Incisos II.c y II.d del acuerdo impugnado).
iii. Tomar medidas orientadas a evaluar el proceso de aprobación y ejecución de convenios internacionales suscritos por el ITCR con el fin de determinar cómo se ha procedido en los últimos 2 años en la suscripción de convenios con universidades extranjeras (Incisos III.e y III.f del acuerdo impugnado).
iv. Tomar medidas orientadas a establecer las responsabilidades aplicables a la conducta presuntamente seguida por los funcionarios del Instituto relacionados con el trámite y ejecución de un convenio “jurídicamente ineficaz” (Incisos IV.g,  IV.h y IV.i del acuerdo impugnado).
b. El acuerdo impugnado del Consejo Institucional no atenta ni contra los intereses de los estudiantes ni contra los intereses institucionales. 
Evidencia de ello es que en esa misma Sesión N° 2568, Artículo 9, el Consejo Institucional tomó el acuerdo denominado “Autorización a la Administración para proceder a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”, con fundamento entre otros considerandos, en el siguiente:
4.	Es urgente y necesario, para el bien institucional, superar el citado impasse, con el fin de garantizar la continuidad del “Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas” y de los beneficios que de ello se derivan tanto para el Instituto como para los funcionarios y profesores participantes.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la argumentación del recurrente de que el acuerdo impugnado conduce a “situaciones ilógicas y absurdas” y que, además, atenta contra los intereses de los estudiantes y de la Institución.
Además, con el acuerdo impugnado, el Consejo Institucional pone en evidencia una conducta responsable al cautelar que la ejecución presupuestaria, se realice con apego a la normativa interna y externa que rige la materia presupuestaria en el Instituto.  Esto es, manejar los recursos públicos cuya custodia le ha sido asignada en forma transparente y adecuada.
4. Respecto al criterio del recurrente en el sentido de que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional en esa misma sesión (N° 2568, Artículo 9) el cual autoriza a la Administración a ejecutar el “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED” subsana el “Convenio de adhesión con la Universidad de Valencia”. 
I. El argumento del recurrente: 
Señala el recurrente que dado que en la misma sesión N° 2568, realizada el 31 de julio del 2008, en el artículo 9, el Consejo institucional acordó avalar el nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”, con ello, el Consejo Institucional “está subsanando –si es que hubiera algo por subsanar- los presuntos vicios o defectos que supuestamente habrían generado ineficacia en el Convenio de Adhesión”. 
Agrega el recurrente que tal “subsanación, por otra parte, no cubre solamente los efectos posteriores a la fecha del acuerdo, sino que los cubre retroactivamente, tal como lo establece el Artículo 188 de la Ley General de la Administración Pública.” 
“De tal manera que”, continúa argumentando el recurrente, “aún aceptando la presunta ineficacia del Convenio de Adhesión –la cual no aceptamos- la misma quedó totalmente subsanada con el Acuerdo del Art. 9 de esa misma Sesión”.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
El recurrente utiliza un argumento incorrecto toda vez que el aval que el Consejo Institucional dio al nuevo “Convenio de colaboración entre la Universidad de Valencia, el ITCR, la UCR, la UNA y la UNED”, en la misma Sesión (N° 2568, Artículo 9) “no constituye una subsanación”, como incorrectamente lo denomina el recurrente con respecto a todo lo actuado, pues el propósito del Consejo Institucional al dictar ese acto fue como se indica en el ya citado considerando 4 de ese acuerdo fue “garantizar la continuidad del Programa de Doctorado Interuniversitario en Dirección de Empresas” en razón de los beneficios que de ello se derivan tanto para el Instituto como para los funcionarios y profesores participantes.
La pretensión del Consejo Institucional en modo alguno ha sido justificar, atenuar o defender la eventual  responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiera corresponder a los funcionarios involucrados en la negociación, trámite o ejecución del mencionado convenio
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente ya que el acuerdo del Consejo Institucional que avala la ejecución del siguiente convenio “subsana –si hubiera algo por subsanar- los presuntos vicios o defectos que supuestamente habrían generado ineficacia en el Convenio de Adhesión”.
Debe tenerse en cuenta que el Consejo Institucional avaló el siguiente convenio única y exclusivamente, con el fin de no afectar los intereses de los estudiantes ni institucionales, ya que un “acto de subsanación” con las características pretendidas por el recurrente (sin suspensión de la ejecución presupuestaria y permitiendo el manejar o uso de los bienes públicos en forma indebida) generaría responsabilidad de modo implícito y directo a los integrantes del Consejo Institucional, situación que este órgano colegiado evita, de hecho, al solicitar se proceda mínimamente, a investigar los hechos acontecidos en el transcurso de la ejecución presupuestaria del Convenio de Adhesión. 
5. Respecto a la solicitud del recurrente de revocar el inciso III del acuerdo impugnado debido a que, presuntamente, incumple el Artículo 37 del “Reglamento  del Consejo Institucional del ITCR” el cual establece que “Todos los asuntos que figuren en el orden del día que requieran acuerdos deben tener una propuesta base presentada por escrito”
I. El argumento del recurrente: 
Argumenta el recurrente que el inciso III del acuerdo impugnado (Medidas orientadas a evaluar el proceso de aprobación y ejecución de convenios internacionales suscritos por el ITCR) debe ser revocado por cuanto, en su opinión ese no es un acuerdo motivado, debido a que, según su punto de vista, no existe absolutamente ningún “considerando” en el acuerdo impugnado que justifique o de sustento a los acuerdos incluidos en dicho inciso, razón por la cual incumple el Artículo 37 del “Reglamento del Consejo Institucional” el  establece que “Todos los asuntos que figuren en el orden del día que requieran acuerdos deben tener una propuesta base presentada por escrito”.
Agrega el recurrente basándose en título asignado al acuerdo impugnado que en dicho acuerdo solo se podía “hablar” de (1) Eficacia jurídica, (2) legitimidad del uso de los recursos públicos y (3) establecimiento de responsabilidades derivadas de su ejecución” por lo que el inciso III del acuerdo impugnado no tiene ninguna relación con el Orden del día.
Por tanto, el recurrente basado en razones (1) de ilegalidad –pues no se cumplió el procedimiento establecido en el Reglamento- y (2) de oportunidad y conveniencia, pues resulta inoportuno e inconveniente para la Institución que se tomen acuerdos en una especie de “combo” o paquete de acuerdos sin suficiente fundamentación, plantea recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el apartado III del acuerdo recurrido.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
El argumento del recurrente carece de fundamento por las razones indicadas a continuación:
a. Debe señalarse que el inciso III del acuerdo resumidamente solicita lo siguiente:
Inciso III. e. A la Auditoría Interna:
i. Evaluar el cumplimiento de la normativa interna y externa a la que está sujeta el ITCR en materia de convenios, durante los últimos 2 años.
ii. Evaluar el cumplimiento de la normativa interna en el trámite seguido para otorgar becas de estudios a los funcionarios del ITCR que participan en programas de estudios establecidos vía convenios específicos con universidades extranjeras. 
Inciso III.f. A la Dirección de Cooperación:
i. Informar al Consejo Institucional si hay convenios internacionales que se encuentren en ejecución sin haber sido aprobados por este órgano colegiado.
ii. Informar al Consejo Institucional si se han otorgado becas con cargo al presupuesto institucional sin contar con la aprobación del Comité de Becas.
b. Por consiguiente, si efectivamente la Dirección de Cooperación dispone de un expediente que documenta el trámite dado a cada convenio, el cual cuenta con “información sistematizada y ordenada sobre el trámite de convenios de calidad tal que puede incluso servir como fuente de consulta, apoyo e incluso capacitación, tanto para las personas que trabajan en la Dirección de Cooperación, como  para la comunidad institucional que se vea en la necesidad de formalizar un convenio”, tal como se indica en la sección de “Justificación” del “Manual de Normas y Procedimientos para la Firma de Convenios” elaborado por la Vicerrectoría de Investigación y Extensión (Gaceta N° 192), no debería al recurrente incomodar el acuerdo contenido en el punto III a tal grado que se deba solicitar su revocatoria.
c. Además, se debe señalar que la investigación que condujo a detectar anomalías en el trámite y ejecución del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” realizada por la Comisión de Planificación y Administración, con el apoyo de la Auditoría Interna y otras dependencias del Instituto, fue producto de una denuncia pública (planteada por el Dr. Gerardo Meza).
Esto es que, a pesar de que toda la información relacionada con el manejo de ese convenio era en principio del conocimiento del equipo de rectoría, no era del conocimiento del Consejo Institucional.
Por tanto, si toda información relacionada con el convenio mencionado se mantuvo oculta para la mayoría de los miembros del Consejo Institucional, excepto para el recurrente, quien además es el presidente el equipo de rectoría, es razonable suponer que, en este momento podría haber otros convenios suscritos con otras universidades que estén en ejecución sin contar con la respectiva “validez jurídica”,  y además, sin que el Consejo Institucional tenga conocimiento de su existencia.
Por tal motivo, resulta completamente lógico, procedente y previsor solicitar a las instancias mencionadas (Auditoría Interna y Dirección de Cooperación) informar al Consejo Institucional si están en ejecución otros convenios carentes de “validez jurídica” y no tener que esperar nuevas denuncias públicas o anónimas para tener conocimiento de situaciones similares.
d. Adicionalmente es importante mencionar que, conforme a la dinámica de trabajo del Consejo Institucional, una propuesta base es un documento escrito que incluye el dictamen sobre un asunto sometido a discusión y votación por parte de este órgano colegiado y mediante el cual se pretende resolver un asunto o emitir un pronunciamiento.
Desde el punto de vista de su estructura, una propuesta base debe contener, al menos, una parte de considerandos o motivos en que se fundamenta el planteamiento hecho al Consejo Institucional y una parte resolutiva o texto completo del acuerdo que se solicita tomar a este órgano. 
Como bien conoce el recurrente, quien además de ser Rector es Presidente del Consejo Institucional, al menos dos circunstancias típicas de la dinámica de este órgano:
i. La propuesta base contiene no la totalidad de los fundamentos en que se apoya o razona un conjunto de resoluciones, sino las que el (la) proponente considera más relevantes, particularmente en el caso que nos ocupa, la cantidad de argumentos usados para fundamentar el acuerdo impugnado es abundante.  Haber pormenorizado aún más sus fundamentos, hubiera sido excesivo y la claridad sobre la fundamentación no hubiera aumentado en forma proporcional. 
ii. Una propuesta base sometida a consideración del Consejo Institucional nunca es impositiva ni definitiva para sus miembros sino que frecuentemente resultan modificadas, producto de las observaciones realizadas por los integrantes del órgano durante la fase de debate.  
Sin embargo, sobre esta parte de la impugnación, es importante señalar que, durante el debate, en ningún momento el recurrente advirtió al Consejo Institucional la presunta inexistencia de fundamento para la toma de ese punto del acuerdo ya que en forma inmediata se hubiera podido aportar razones suficientes.
Esto es especialmente de extrañar sobre todo si se tiene en cuenta que una de las principales responsabilidades del Presidente del Consejo Institucional es colaborar con este órgano para que sus acuerdos sean lo más precisos posible.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el inciso III del acuerdo impugnado debido a que, presuntamente, incumple el artículo 37 del “Reglamento  del Consejo Institucional del ITCR”.
Integralmente el acuerdo impugnado es producto de la detección de una serie de anomalías en el trámite del llamado “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”, investigadas a raíz de una denuncia pública y cuyos diferentes incisos están ampliamente sustentados por el conjunto completo de sus considerandos. 
Por tanto, el objetivo del inciso III del acuerdo impugnado es de carácter preventivo y procura detectar si en este momento se están ejecutando más convenios con otras universidades carentes de “validez jurídica” y sobre cuya existencia el Consejo Institucional no tenga conocimiento.
6. Respecto a la petición de revocar el inciso IV.g del acuerdo tomado por el Consejo Institucional el cual solicita al Rector inhibirse de actuar en las diligencias relacionadas con este caso por considerar que dicho inciso no es legal, ni oportuno ni conveniente
I. El argumento del recurrente: 
Señala el recurrente que “la inhibición” es una figura jurídica que se define como la “Acción y efecto de apartarse o privarse el Juez del conocimiento de un asunto, por incompetencia, impedimento, recusación, abstención u otra causa justificada.”
Agrega el recurrente que la inhibición se da dentro de un proceso en el que quien se inhibe juega un papel de juzgador, por lo que “resulta improcedente solicitar al Rector inhibirse en procesos que ni siquiera se han iniciado”. 
Una vez realizadas –si fuera el caso- las investigaciones preliminares, determinadas las presuntas faltas y las consiguientes responsabilidades, podrán las personas que se sientan afectadas solicitar la recusación del Rector si así lo consideraran procedente o podrá el Rector, de motu propio, inhibirse por recaer sobre él alguno de los impedimentos establecidos en la Ley. Pero al no estar dentro de un procedimiento ya iniciado, ni existir fundamentos ni razones legales que configuren la recusación o la inhibición, no es legal, ni oportuno ni conveniente el citado acuerdo IV. g.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
a. El inciso IV. g del acuerdo impugnado solicita al Rector inhibirse de actuar en las diligencias asociadas a este caso y designar a uno de los integrantes del equipo de rectoría que lo sustituya en forma interina, con el fin de impedir la invocación de nulidades en lo que respecta a la aplicación del debido proceso en la controversia dirigida al establecimiento de las responsabilidades que eventualmente le competan a los funcionarios del instituto relacionados con este caso, excepto el mismo Rector.”
b. El artículo 4 del Reglamento del Consejo Institucional (Modificación publicada en la Gaceta N° 247 de mayo de 2008) dispone:
Artículo 4.
Son deberes y derechos de los(as) miembros(as) del Consejo Institucional:
…
i. 	Abstenerse de participar en la discusión y votación de asuntos donde medien intereses que potencialmente se constituyan en un riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones.
Es importante señalar que esta modificación se basó, entre otros elementos en el vertido por la Procuraduría General de la República mediante dictamen C-387-2007 del 6 de noviembre de 2007, que en lo que interesa dice
“…El conflicto de intereses –ubicado dentro del campo preventivo- no apareja el señalamiento de un acto indebido de favorecimiento, sino que se refiere a una situación potencial, pues es justamente el riesgo para la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones lo que amerita, como una medida netamente preventiva, eliminar toda posibilidad de que el conflicto llegue a producir una efectiva colisión de intereses en cabeza del funcionario, que le reste libertad u objetividad al momento de intervenir en un determinado asunto público...”.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el inciso IV.g del acuerdo impugnado, pues este inciso pide al Rector no participar en la investigación relacionada con el trámite y ejecución del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” debido a que varias de las dependencias involucradas en el trámite y ejecución del mencionado convenio dependen en forma directa del Rector lo que origina que se configure una “situación potencial”, que conlleve el riesgo real de que la participación del Rector en tales diligencias “atente contra la imparcial y correcta toma de decisiones y actuaciones” durante esa investigación, ya que ello origina el peligro de que se produzca “un eventual acto de favorecimiento indebido”, en grado de probabilidad, a  favor de alguno de sus subalternos directos.
Por tal motivo, la disposición establecida por el inciso IV.g del acuerdo impugnado es una medida de carácter preventivo, la cual tiene como propósito reducir la probabilidad de que se produzca una efectiva colisión de intereses que le reduzca al Rector la libertad u objetividad al momento de tomar alguna decisión relacionada con este asunto que pudiera conducir a la invocación de nulidades.
7. Respecto la solicitud del recurrente de revocar el acuerdo IV.h que ordena el traslado del expediente ante el Directorio de la AIR, para que éste valore la procedencia de dar inicio a una investigación preliminar y que proceda como en derecho corresponde.
I. El argumento del recurrente: 
Señala el recurrente que no cabe duda, de que el Consejo Institucional está facultado para remitir a la Asamblea Institucional “los asuntos que considere convenientes” (Estatuto Orgánico, Art. 18, inciso p), pero que tal remisión debe hacerse con propósitos claros. 
Agrega el recurrente que tales propósitos no están claramente establecidos en el acuerdo citado, esto es no se indica con claridad y precisión, cuál es la “conducta del Rector” a cuyos extremos deba aplicarse lo “que proceda, como en derecho corresponda”, por parte de la Asamblea Institucional, razón por la cual no hay base para ordenar el traslado del expediente ante el Directorio de la AIR, y solicitarle proceder como en derecho corresponde.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Respecto a la argumentación del recurrente es importante señalar lo siguiente:
a. Como es del conocimiento del recurrente y de sus asesores legales, no es correcto imputar cargos de previo a una investigación preliminar, ya que en todo momento debe partirse del Principio de Inocencia, de origen constitucional y cuya observancia es obligatoria.  
Por tal motivo, es importante establecer primero certeza de una conducta indebida antes de proceder a hacer señalamientos de cargos, antes de haber realizado una investigación preliminar, según los procedimientos adecuados.
b. El propósito de la investigación preliminar solicitada por el Consejo Institucional, la cual deberá ser realizada siguiendo rigurosamente los principios del debido proceso, es determinar conductas presuntamente irregulares efectivamente realizadas por el recurrente producto de su participación o de la falta de ella en el trámite y ejecución de este caso.
Por tal motivo, sería violatorio de los principios del debido proceso, que el Consejo Institucional, el cual no tiene atribuciones de carácter laboral, realizar investigaciones dirigidas a determinar la lista de cargos o conductas efectivamente realizadas por el recurrente.  La determinación precisa y detallada de tales conductas será justamente el resultado de la investigación que realice el Directorio de la AIR, como ente organizador de la Asamblea Institucional, órgano superior inmediato del Rector.
c. El Consejo Institucional no tiene potestades de carácter laborales disciplinarias, razón por la cual no le corresponde realizar investigaciones conducentes a determinar conductas efectivamente realizadas por el recurrente. 
Tampoco le corresponde al Consejo Institucional invadir el ámbito de competencia del Directorio de la AIR, y mucho menos el de la Asamblea Institucional Representativa, que es la autoridad superior.
En su lugar, es importante tenerlo en cuenta, la Asamblea Institucional es el superior inmediato del Rector, y por consiguiente la única autoridad facultada para ventilar materia disciplinaria relacionada con dicho funcionario. 
Por tanto dado que el Directorio de la AIR, es el órgano “encargado de organizar todos los aspectos relacionados con el funcionamiento de la Asamblea” (Artículo 70 del Reglamento de la AIR), es a dicho órgano al que le corresponde realizar la investigación preliminar conducente a determinar en forma precisa y detallada las conductas irregulares que presuntamente puedan atribuírsele al Rector y preparar el respectivo informe dirigido la Asamblea Institucional, para que éste proceda conforme a las facultades que le confieren el Estatuto Orgánico y la Ley.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente
Por este motivo, no es procedente la revocatoria de este acuerdo pues es evidente que una imputación de cargos, sin una valoración de la respectiva procedencia y sin una investigación previa se convertiría en una flagrante violación de los derechos de defensa, audiencia y demás elementos del debido proceso legal, que asisten al recurrente como ciudadano de la República.  
8. Respecto la petición del recurrente de revocar el acuerdo IV.i el cual solicita al Directorio de la AIR, de proceder supletoriamente por lo dispuesto por el Código de Trabajo, basado en que el Consejo Institucional no le compete indicar la normativa a aplicar. 
I. El argumento del recurrente: 
Para plantear esta solicitud, el recurrente alega lo siguiente:
a. Al igualmente este un acuerdo para el cual no se señala ningún considerando lo que constituye razón jurídica suficiente para deba ser revocado. 
b. La Administración está en la obligación de conocer la Ley, entendida esta como el Bloque de Legalidad que nos es aplicable. No hay razón alguna para que el Consejo institucional indique a la Administración cuáles leyes debe o no debe aplicar.  No es responsabilidad del Consejo tomar acuerdo que le señale a la Administración cuál norma debe o no debe aplicar.
c. Si el Consejo Institucional tiene algún interés legítimo en que se aplique supletoriamente el Código de Trabajo, debió haber indicado en relación con cuáles procedimientos o en qué fases o etapas de cuáles procedimientos debe aplicarse dicho código. Al no hacerlo y dar solo una referencia general, el acuerdo del Consejo es omiso, oscuro y carente de fundamentación, motivo para solicitar su revocatoria.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
La Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica No. 6321, soporte legal que le da la existencia a la Institución dispone desde su aprobación, lo siguiente:
Artículo 15.
 “… El personal de la Institución se regirá por el Código de Trabajo y por los reglamentos que emita el Organismo Director Superior…”.
Por la fecha de su origen (10 de junio de 1971) puede apreciarse que esta disposición es de larga data en el Instituto, y que su aplicación como disposición normativa puede ser invocada, dada su vigencia, por cualquier órgano o persona integrante de la Institución.
Asimismo, la Segunda Convención Colectiva y sus Reformas, la cual rige al interior de la Institución,  hace referencia en sus artículos 2 y 3 al citado Artículo 15 de la Ley Orgánica, como fundamento de las disposiciones incorporadas en dicha convención.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente debido a que el recurrente no aporta razones lícitas, de conveniencia ni de oportunidad para considerar inválido indicar al ejecutivo, al Directorio de la AIR o a cualquier otra autoridad laboral del Instituto, aplicar el “Código de Trabajo” como norma laboral supletoria, dada la vigencia actualidad y aceptación universal que tiene la aplicación de una normativa que no solo está vigente sino que ha tenido vigencia desde la fundación de esta organización.
B. Solicitud de revocatoria por aspectos de fondo
En esta parte del recurso, el recurrente solicita revocar integralmente el acuerdo impugnado por considerar que dicho acuerdo contiene, en sus “considerandos”, una serie de afirmaciones erróneas o jurídicamente insostenibles, las cuales, sumadas a los reclamos por razones formales, también dan la razón al recurso planteado. 
Por tal motivo, se analizará cada una de las supuestas razones de (1) legalidad, (2) oportunidad y (3) conveniencia invocadas por el recurrente para solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado.
9. Respecto al fundamento del recurrente para solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en la supuesta improcedencia de utilizar la información suministrada por medio del correo electrónico (por el Dr. Luis Gerardo Meza Cascante), a la cual la Comisión de Planificación y Administración dio carácter de “denuncia abierta”, como principal motivo para ordenar la investigación realizada alrededor del trámite y ejecución del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”.
I. El argumento del recurrente: 
El recurrente aduce que al dar carácter de “denuncia abierta” a la información suministrada por medio del correo electrónico el acuerdo del Consejo Institucional parte incorrectamente de la premisa de que hubo violaciones a la normativa interna en los procedimientos de suscripción y ejecución del Convenio de Adhesión y concluye que dicho convenio carece de eficacia, por todo lo cual presume indebidamente que hay funcionarios que incurrieron en responsabilidades que deben ser determinadas mediante los procedimientos.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Cabe señalar que una denuncia, tanto en Derecho procesal como administrativo, consiste en poner en conocimiento de una autoridad competente la realización de un hecho que potencialmente podría llegar a ser constitutivo de delito o infracción administrativa, “con el fin de que se proceda a investigar, a prevenir o a determinar la comisión de actos de corrupción o cualquier situación irregular que incida sobre la Hacienda Pública, así como para que se establezcan las sanciones civiles y administrativas correspondientes sobre los responsables…”.
Para el Consejo Institucional, la denuncia formulada por el Dr. Meza Cascante, vía correo electrónico, mediante la cual informa a la comunicad institucional respecto a la supuesta realización de un conjunto de hechos irregulares, constituye uno de los principios y deberes éticos que deben regir la conducta del servidor público, contenidos dentro del “Deber de Denunciar”, entendido este como “…La  obligación de todo servidor público a formular la denuncia correspondiente ante la autoridad competente, cuando en el ejercicio de su cargo tenga conocimiento de cualquier irregularidad en perjuicio de la Hacienda Pública…”,
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
[bookmark: gjdgxs]Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado por haber sido hecho público por medio de una denuncia pública circulada vía correo electrónico, ya que el Consejo Institucional considera legítimo y válido ordenar la realización de una investigación y tomar acuerdos basado en la investigación realizada, en atención a la información conocida por el medio indicado.
10. Respecto al fundamento del recurrente para solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en el argumento de que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional carece de validez debido a la existencia de una presunta antinomia normativa.
I. El argumento del recurrente: 
Resumidamente, el recurrente aduce que el acuerdo tomado por el Consejo Institucional carece de validez debido a que dicho órgano no tomó la existencia de una “antinomia normativa” entre:
1. Los Artículos 4 y 5 del “Reglamento para la tramitación de Convenios y de Cartas de Entendimiento”, promulgado en 1998, y 
2. La Norma 5 del “Manual de Normas y Procedimientos para la firma de Convenios en los que participe el Instituto Tecnológico de Costa Rica”, promulgadas en 1996.
Debido a que:
a. Por ser normas del mismo rango debe prevalecer la posterior sobre la anterior
b. Debe prevalecer la norma especial (Reglamento específico para convenios) sobre la general (Norma presupuestaria referida a convenios). 
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Respecto al reclamo planteado por el recurrente debe señalarse lo siguiente:
a. Si el impugnado acuerdo del Consejo Institucional estuviera verdaderamente basado en la existencia de una antinomia entre las Normas Presupuestarias y el Reglamento de Convenios que rige al interior de la Institución, tal antinomia debería ser formalmente declarada por el órgano competente para ello, declaración que aún no ha sido acordada por el Consejo Institucional.
Ante la falta de un acuerdo explícito del Consejo Institucional en tal sentido, es improcedente declarar tácitamente una antinomia, ya que ello equivaldría a incurrir en la figura de la “Inderogabilidad singular de reglamentos”.
“… El fundamento de la inderogabilidad singular se ha visto en el Principio de Igualdad, que resultaría violentado si en unos casos la Administración decidiera dispensar de su cumplimiento a algunos ciudadanos, y también en la forma en que se produce la atribución de potestades a la Administración, dado que la Administración habría recibido de la ley el poder de dictar los reglamentos y de derogarlos con carácter general, pero no la facultad de derogarlos para casos concretos…”, 
Al respecto cabe señalar que la propia Sala Constitucional, en la opinión consultiva No-  2009-95 de 10:30 hrs del 21 de abril de 1995, estableció que este principio tiene cobertura constitucional y, por ende, es aplicable a todo el ordenamiento jurídico; incluso lo denominó como el “Principio de la inderogabilidad singular de la norma”, y de esta forma, lo hizo extensivo a todo el ordenamiento jurídico. 
Al respecto, el Tribunal Constitucional, expresó lo siguiente:
"A juicio de la Sala, el principio general de Derecho que establece que las normas jurídicas obligan incluso a la autoridad que las ha dictado y, dentro de su competencia, a su superior, implica que la ley que disciplina el funcionamiento de la Asamblea Legislativa para el ejercicio de una competencia también constitucional, la vincula en los casos concretos en o haya (sic) de ejercerla, lo cual no es más que aplicación del principio general de la inderogabilidad singular de la norma para el caso concreto; principio general de rango constitucional, como que es aplicable a la totalidad del ordenamiento jurídico, como derivación y a la vez condición del Estado de Derecho en su integridad". (En sentido similar, pueden consultarse las sentencias No. 464 del 21 de enero de 1994, 1709-94 de 8 de abril de 1994 y 74-89 de 8 de noviembre de 1989, entre otras),
b. En el caso que nos ocupa, no existe ninguna “antinomia normativa” entre las disposiciones citadas por el recurrente, ya que estas normas en vez de ser contradictorias son complementarias.  
En efecto, las Normas del Presupuesto, regulan la materia de contenido económico u orden presupuestario, entiéndase fondos públicos, involucrados en los convenios mientras que el Reglamento de Convenios, por ser de orden convencional, está subordinado a la materia presupuestaria lo que impide que nazca a la vida jurídica la antinomia normativa como tal y por ende la derogatoria tácita por ausencia de requisitos normativos, aunado a que ambas normas tienen vigencia en tiempo, espacio, personal y material.
c. [bookmark: 30j0zll]Las normas de presupuesto nacen a raíz de una disposición de carácter vinculante girada por la Contraloría General de la República, ente auxiliar de la Asamblea Legislativa para la fiscalización de la Hacienda Pública, la cual tiene jerarquía constitucional, por lo que el ente encargado de su fiscalización, por lo que sus directrices o disposiciones a la Administración que son de  acatamiento obligatorio para toda la Administración Pública, lo que permite deducir que la jerarquía de las “Normas de presupuesto” es superior a la del “Reglamento de Convenios”.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Resumidamente, es improcedente la pretensión del recurrente de que sea revocado el impugnado acuerdo del Consejo Institucional debido a su “falta de validez legal” o “ilegalidad” originada en la existencia de una presunta antinomia normativa, por los siguientes razonamientos:
a. Las normas citadas no se excluyen mutuamente sino que son complementarias, dependientes la una de la otra y están ambas vigentes hoy día.
b. En caso de que el Consejo Institucional aceptara implícitamente la tesis de la existencia de la “antinomia normativa” expuesta por el recurrente, incurriría en una derogatoria tácita de la norma, acto que resultaría inválido ante la falta de una derogatoria explícita por parte del órgano competente, a saber, el mismo Consejo Institucional.
c. Las normas de presupuesto vigentes en el ITCR, son producto de un acuerdo tomado por el Consejo Institucional, en respuesta a resoluciones de la Contraloría General de la República, las cuales tienen carácter obligatorio para toda la Administración pública, por provenir del ente nacional encargado de fiscalizar la Hacienda pública.
11. Respecto al fundamento del recurrente para solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en el argumento de que el Consejo Institucional no debía participar en la aprobación del Convenio de Adhesión con Universidad de Valencia. 
I. El argumento del recurrente: 
Argumenta el recurrente que, independientemente de la existencia de la presunta “antinomia normativa” antes mencionada, conforme a la Norma 5 de las “Normas de Presupuesto del ITCR”, las dependencias, entes u órganos que deben participar en el proceso de aprobación de convenios son los siguientes: 
a. La Dirección de Cooperación
b. La Oficina de Planificación Institucional
c. La Vicerrectoría de Administración
d. La Oficina de Asesoría Legal
e. La Auditoría Interna 
f. Eventualmente, la Contraloría General de la República.
Esto es que, dado que dicha normativa no hace ninguna referencia al Consejo Institucional, a este órgano no le correspondía participar en el proceso de aprobación del Convenio de Adhesión con Universidad de Valencia, por lo que no es procedente invocar la nulidad de dicho Convenio por no haber sido sometido previamente a aprobación por parte de este órgano institucional.
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Al respecto cabe hacer dos observaciones:
a. El recurrente entra en contradicción:
En este acto acepta que existe una consulta obligatoria a la Oficina de Planificación Institucional.  
Sin embargo, durante el trámite dado por la Administración al “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”, en el momento oportuno dicho convenio no fue referido a dicha oficina para que se pronunciara al respecto, lo cual precisamente constituyó en uno de los hechos generadores de la renuncia del Dr. Meza Cascante, y uno de los hechos originadores de su denuncia.
b. El recurrente es omiso:
No es cierto que la normativa institucional relacionada con la aprobación de convenios no haga mención de la participación del Consejo Institucional en el proceso de aprobación del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” toda vez que el Artículo 4 del “Reglamento para la Tramitación de Convenios y Cartas de Entendimiento” establece:
“… Los convenios que deben ser aprobados por el Consejo Institucional son aquellos que requieren de una asignación presupuestaria adicional al Presupuesto Ordinario, del Instituto Tecnológico de Costa Rica, para su ejecución…”.
Además es importante reiterar lo manifestado por la Contraloría General de la República, la que en cita previa señala:
“…Así el Consejo Institucional es superior del Rector para efectos de la Ley General de Control Interno…”
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en el argumento de que el Consejo Institucional no debía participar en la aprobación del Convenio de Adhesión con Universidad de Valencia pues, al ser el Consejo Institucional el órgano superior en materia presupuestaria, tal condición lo convierte en partícipe obligado de todo tipo de gestiones en las que esté involucrado el presupuesto institucional y/o la vigilancia de la Hacienda pública.
12. Respecto a la pretensión del recurrente de solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en que los presupuestos de las universidades públicas se aprueban en forma diferenciada de acuerdo con el origen de los recursos: los “Fondos ordinarios” por parte de los Consejos Universitarios,  los “Fondos del sistema” por parte del CONARE.
I. El argumento del recurrente: 
El recurrente señala que a los recursos de las universidades públicas, a pesar de ingresar a la Caja Única institucional, debe dárseles un trámite diferenciado según su origen, de modo que los “Fondos del sistema” por ser de “naturaleza” diferente a los “fondos ordinarios”, pueden ser jurídicamente tratados de un modo diferente, sin que esto signifique ruptura con el ordenamiento jurídico.
Conforme a este argumento del recurrente que, según sea el origen de los recursos de las universidades públicas, tales recursos deben tramitarse de la siguiente manera: 
a. “Fondos ordinarios”: Su destino es definido por los Consejos Universitarios.  Por tal motivo, en el ITCR, debe aplicarse el artículo 5 del “Reglamento para la tramitación de convenios” a todos los convenios que impliquen erogación presupuestaria, directa o indirecta.
b. “Fondos del sistema”: Su objeto y asignación es definida por CONARE y no puede ser cambiada por ningún órgano institucional.  Por esta razón, no procede aplicar el Artículo 5 del “Reglamento para la tramitación de convenios” al “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”, ya que los recursos usados para financiar dicho convenio provienen de los “Fondos del sistema”. 
Concluye el recurrente que, aunque los “Fondos del sistema” al ingresar a la Institución son considerados como fondos del ITCR, ningún órgano institucional  puede darles un destino diferente a aquel que le asignó CONARE, pues de acuerdo con el Artículo 85 de la Constitución Política, quien dispone constitucionalmente de esos fondos y señala su distribución es el CONARE, por lo que una decisión del Consejo Institucional contraria a ese destino, sería inconstitucional. 
Sintetiza el recurrente su posición sobre este aspecto señalando:
…es el CONARE, y no los Consejos Universitarios, quien toma las decisiones finales sobre el uso de recursos del FEES con destino específico, y quien da ese destino a los superávits institucionales de tales fondos. Es el CONARE  quien en definitiva autoriza cambios de destino.  Las universidades “proponen” y el CONARE “dispone”. 
 La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
En relación con este razonamiento del recurrente, el Consejo Institucional considera importante señalar lo siguiente:
a. Clasificación de las leyes de financiamiento del ITCR de acuerdo con el destino de los recursos.
El recurrente clasifica erróneamente los recursos que aporta el Estado costarricense a las universidades públicas para concluir que la asignación de los “Fondos del sistema” y su objetivo son definidos por CONARE y tal definición no puede ser cambiada por ningún órgano institucional. 
Al respecto cabe hacer las siguientes observaciones:
i. Las leyes de financiamiento de “destino específico” que disponen la entrega de recursos al ITCR, por ejemplo la Ley de Subvención a la Editorial Tecnológica, presentan las siguientes características:
· El monto de los recursos concedidos al Instituto está definido por ley.  En este caso, Un diez por ciento (10%) de los montos recibidos anualmente por el Registro de la Propiedad Industrial por concepto de tasas que cobrará el Registro de la Propiedad Industrial. 
· El destino de los recursos está definido por ley.  En este ejemplo, la Editorial del Instituto Tecnológico de Costa Rica, para la producción de obras en ciencia y tecnología.
· El giro de los recursos procedentes de esas leyes no pasa por Banco Central ni por la Tesorería Nacional como los otros recursos de carácter ordinario, sino que tienen giro directo de los entes que la ley les ordena aportar, en este caso, la Junta Administrativa del Registro Nacional.
ii. La Ley de Financiamiento Especial de la Educación Superior (FEES) no es una ley de destino específico, sino una “ley de curso ordinario”, pues presenta las siguientes características:
· La Ley no define explícitamente el destino de los recursos, únicamente define la composición del FEES. 
· El Consejo Nacional de Rectores (CONARE) comunica al Banco Central los montos que le corresponden a cada una de las Universidades, no le corresponde indicar el destino específico de los fondos, el destino (uso o aplicación) de estos recursos es definido por los Consejos Universitarios cada una de las universidades.
· El giro de los recursos procedentes de esta ley se realiza a través de la Tesorería Nacional, en forma mensual, directamente a las cuentas de cada una de las Universidades.
Con respecto a la distribución de los recursos procedentes de ambos tipos de leyes, en ambos casos, una vez que éstos ingresan a las arcas de la institución, se incorporan en el flujo de caja, para cubrir las obligaciones institucionales de acuerdo con lo aprobado por el Consejo Institucional en los presupuestos ordinarios y extraordinarios.
b. Origen de las potestades de las universidades públicas vs origen de las potestades del CONARE 
Desde el punto de vista de su origen, el CONARE es producto de la suscripción de un convenio de coordinación entre las universidades estatales, mientras que las universidades públicas surgen como producto de normas de orden constitucional (artículos 84 y 85 de la Constitución Política) y creadas mediante leyes de la república, en nuestro caso la Ley No. 4777, denominada Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica, del 10 de junio de 1971.
Adicionalmente, la potestad de autogobierno de las universidades estatales tiene un origen constitucional, mientras que las potestades del CONARE le son conferidas por medio de un convenio, instrumento jurídicamente inferior a la Constitución Política, de lo cual se concluye que desde el punto de vista jerárquico, el CONARE como órgano, tiene un nivel inferior al de las universidades.
Por ello, aunque el CONARE, como ente encargado de la coordinación de la educación superior estatal sea el que define la especificidad de los recursos que forman parte del FEES, tal definición no tiene carácter vinculante para los Consejos Universitarios.
En la medida en que el CONARE es un órgano de menor jerarquía que las universidades estatales no les puede imponer su voluntad y éstas, en razón de la organización que autónomamente se han dado, tienen la potestad de rechazar, de manera fundamentada, lo propuesto por ese ente.  Particularmente en lo que respecta específicamente al ITCR, su Estatuto Orgánico expresamente contempla entre las funciones del Consejo Institucional la posibilidad de “Ejercer el derecho al veto de las resoluciones tomadas por el Consejo Nacional de Rectores” (Artículo 18, inciso J)
Cabe señalar además que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 132 del Estatuto Orgánico, desde un punto de vista estatutario, no existe diferenciación alguna en el trato de las fuentes de financiamiento institucionales.  Esto es, todos estos ingresos institucionales están sometidos al ciclo presupuestario propio de la normativa tanto interna como externa.
c. Principio de universalidad presupuestaria
De conformidad con el principio de universalidad presupuestaria, contenido en el artículo 176 de la Constitución Política, no es posible que los órganos del Estado, en este caso las universidades estatales, tengan presupuestos separados.
En su lugar, todos los ingresos probables y todos los gastos autorizados de cada universidad pública deben estar contemplados en un solo presupuesto, el cual debe ser aprobado por una única autoridad en materia presupuestaria, que en el caso del ITCR es el Consejo Institucional. 
Por tanto, no es posible para las universidades públicas tener dos presupuestos:
· Uno para los ingresos y gastos ordinarios procedentes del FEES, aprobado por cada universidad
· Otro de “carácter restringido” o de “destino específico” (para los ingresos y gastos ordinarios procedentes los “Fondos del sistema”) aprobado por el CONARE.
El fundamento de esta posición pueden señalarse el “principio de caja única", principio respecto al cual se han emitido, resumidamente, las siguientes posiciones:
i. Sala Constitucional: 
Define el principio de "caja única" como “un principio de rango constitucional (derivado de los Artículos 176 y 185 de la Constitución Política), en materia presupuestaria, que se refiere a la existencia de un solo centro de operaciones con capacidad legal para recibir y pagar en nombre del Estado, que en nuestro caso es la Tesorería Nacional. 
De él se desprende la regla general … de que todos los ingresos percibidos por el Gobierno Central, por concepto de tributos –acepción que comprende los impuestos, tasas y las contribuciones especiales … ingresen a la universalidad del presupuesto nacional para que sean destinados a aquellos fines que, por iniciativa del Poder Ejecutivo o por decisión de la Asamblea Legislativa, se hayan determinado (Sala Constitucional, Resolución Nº 4528-99 del 15 de junio de 1999)
"…La regla que impone que un presupuesto estatal esté integrado en un único documento y que sea comprensivo de todos los ingresos y gastos del Estado busca, entre otras cosas, permitir el control parlamentario de la actividad financiera del Estado, … en la medida en que el presupuesto del Fondo es aprobado por la Contraloría General de la República y no por la Asamblea Legislativa (artículo 20 de la Ley 5662). La jurisprudencia constitucional ha sido clara y específica en la improcedencia de que el Banco Central gire directamente recursos a cuentas o fondos especiales, y ha sido uniforme en cuanto a la inconstitucionalidad de tributos extrapresupuestarios…" (Sala Constitucional, resolución N° 4529-99 del 15 de junio de 1999).
"...Los fondos, aún cuando tengan un destino específico, deben cumplir con el ciclo presupuestario, es decir, deben ingresar a la universalidad del presupuesto de conformidad con el sentido del artículo 176 de la Constitución". (Resolución Nº 4529-99 del 15 de julio de 1999).
"... la Sala Constitucional, de modo consistente, se ha pronunciado acerca de la vigencia y fuerza del principio de "caja única" del Estado, recogido de modo más directo por los artículos 176 y 185 de la Constitución Política. Por una parte, el primer artículo establece la necesidad de que el Presupuesto de la República comprenda –recoja- todos los ingresos probables y todos los gastos autorizados. El segundo, a su vez, manda que sea la Tesorería Nacional, el único órgano que tiene facultad legal para recibir rentas o cualquier otro tipo de ingresos, que estén dirigidos a las arcas nacionales" (Resolución Nº 00919-99 del 12 de febrero de 1999).
ii. Procuraduría General de la República:
Este órgano ha establecido (Opinión Jurídica C-196-2001 del 12 de julio de 2001) que "En razón de los principios de unidad y universalidad presupuestarias, los ingresos tributarios, aún cuando tengan un destino específico, deben ser incorporados en la Ley de Presupuesto. De lo que se deriva que dichos ingresos no pueden ser girados directamente por los organismos recaudadores a los beneficiarios. Por el contrario, es necesario que el Presupuesto del Estado contemple los gastos correspondientes.  .
Conforme el principio de caja única, los ingresos que perciba el Gobierno Central deben ser depositados en la Tesorería Nacional. Y será, precisamente, este órgano el encargado de girarlos de conformidad con las autorizaciones presupuestarias. De allí, precisamente, la necesidad de que los impuestos con destino específico cumplan con el ciclo presupuestario, como cualquier otro ingreso tributario." (Opinión Jurídica 073-2001 del 19 de junio del 2001).
II. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de solicitar la revocatoria del acuerdo impugnado basándose en que la entidad competente para definir el destino de los “Fondos del sistema” asignados al ITCR sea el CONARE y no el Consejo Institucional. 
Tampoco se acepta la afirmación de que cualquier decisión tomada por algún órgano institucional, en este caso el Consejo Institucional,  que varíe el destino que le asignó CONARE a los “Fondos del sistema” que ingresan a la Institución sea inconstitucional, toda vez que tiene la facultad para vetarlos.
Por el contrario, en vista de que el Consejo Institucional, es el órgano directivo superior en materia presupuestaria, es a este órgano al que le compete APROBAR Y FISCALIZAR los recursos institucionales, sin diferenciación de su origen, al aprobar el presupuesto institucional como un documento integral, siempre y cuando estos estén orientados al cumplimiento de los fines con que se creó el ITCR.
Por esta misma razón, se debe reafirmar que el Consejo Institucional cuenta con facultades suficientes para disponer todo lo relativo a convenios que impliquen erogación de fondos públicos, desde la aprobación, trámite, ejecución y finalización de los mismos, incluida la facultad para hacer ver las anomalías que puedan afectar la eficacia de los mismos, accionando los mecanismos disponibles para corregir su curso en estricto apego a la legalidad.
13. Respecto al argumento del recurrente en el sentido de que el CONARE es la entidad que “gira” al ITCR los recursos requeridos para el “Convenio de Adhesión con Universidad de Valencia”
I. El argumento del recurrente: 
Argumenta erróneamente el recurrente que el CONARE “gira” los recursos para el “Convenio de Adhesión con Universidad de Valencia” “dentro del marco económico del FEES y desde una toma de decisión propia de esa Instancia.  Es así como se designa al ITCR, como el Administrador de ese programa, girándose en consecuencia esos fondos a favor del ITCR como fondos restringidos o con destino específico.”
 La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Incurre el recurrente en una imprecisión terminológica al señalar que el CONARE es la institución que “gira” los recursos a las universidades, ya que la entidad que en realidad realiza dicha función es el Banco Central por medio del Ministerio de Hacienda.
Cabe señalar que el M.A.E. Jorge Mena Calderón, Director Departamento Financiero Contable, mediante memorando DFC-1748-2008 del 17 de setiembre del 2008, dirigido a la Máster Sonia Barboza, Coordinadora de Comisión de Planificación y Administración del Consejo Institucional, hace constar que, en cuanto al ingreso de estos recursos provenientes de la Ley No. 5909, correspondiente al Fondo Especial de la Educación Superior y la Ley No. 7686 del Impuesto a la Renta, el Consejo Nacional de Rectores comunica al Banco Central los montos que le corresponden a cada una de las Universidades, para que este ente, a través de la Tesorería Nacional, le gire en forma mensual, directamente a las cuentas de cada una de las Universidades. 
Precisamente debido a que, de acuerdo con la mecánica del giro, los fondos girados al Instituto provienen de la Tesorería  Nacional, lo que realmente está en disputa en este caso es si los ingresos del Instituto están sujetos a un control y trato presupuestario diferenciado en función de su origen.
a. Del principio de caja única se desprende que los recursos destinados a un órgano del Estado no deben ser girados en forma directa al ente beneficiario, sino que dichos recursos deben ser presupuestados y posteriormente erogados conforme a lo dispuesto en el respectivo presupuesto. 
b. Una vez que los gastos de un órgano del Estado hayan sido autorizados, corresponde a la Tesorería Nacional girar los montos determinados por la Ley. El principio de caja única, con el fin de realizar un correcto manejo de los fondos públicos prohíbe que los pagos a favor de los órganos del Estado se hagan en cuentas diferentes a las abiertas por la Tesorería Nacional, esto es, que un órgano diferente de la Tesorería como lo  es el CONARE, realice pagos (“gire”) a las universidades públicas a nombre del Estado. 
II. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente el argumento del recurrente en el sentido de que el CONARE es la entidad que “gira” al ITCR los recursos requeridos para el “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”.
14. Respecto a la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en que la carencia de la firma del Rector de la Universidad de Valencia en el “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” no es un elemento determinante para ocasionar la pérdida de su validez jurídica ya que para adquirir la eficacia  son suficientes la manifestación de la voluntad, la urgencia y la confianza.
I. El argumento del recurrente: 
Alega el gestionante en su recurso que el “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” provino de las máximas autoridades de la Universidad de Valencia, como una salida de urgencia ante la imposibilidad, en ese momento, de firmar un nuevo Convenio con la participación de las cinco universidades, debido a que la Universidad Estatal a Distancia aún no había firmado su propio Convenio Marco con la Universidad de Valencia. 
Las autoridades de esta última Universidad lo remitieron a nuestras cuatro universidades como una manifestación de voluntad. Esa manifestación de voluntad –aún no formalizada por la firma del Rector de Valencia…se encuentra con las manifestaciones de voluntad de los tres rectores y de la rectora costarricenses, quienes sí la formalizan con su firma. Con esto, el acuerdo –es decir, el convenio- queda perfecto para las partes y comienza a generar efectos inmediatamente. El Convenio de Adhesión, así como el principal, persiguen un fin lícito, mediante la continuación –ampliada y mejorada- del Programa de Doctorado originalmente establecido solo con el ITCR…”, 
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Con respecto a esta argumentación del recurrente debe señalarse lo siguiente:
a. La doctrina básica referida a la validez de los actos jurídicos ha sido expuesta por el Dr. Gastón Certad Maroto en su obra “La Teoría del Negocio Jurídico Frente a la Legislación Civil Costarricense” de la cual resumidamente se han extraído las siguientes referencias:
i. La noción más general del “negocio jurídico” se construye alrededor de la voluntad, convenientemente exteriorizada. Faltando ella, la noción de negocio se disuelve.
ii. El primer requisito para que un fenómeno pueda tener relevancia jurídica en su objetividad, es decir, su posibilidad de percepción social (197). El negocio adquiere objetividad, y penetra en el mundo jurídico, gracias a la manifestación que es la exteriorización de la programación de intereses forjada voluntariamente.
iii. Toda relación exige para constituirse una cierta forma.  Por sencilla que sea no existe acto jurídico sin una forma determinada, y es por tanto, esencial a él…La voluntad interna se incorpora a una serie de signos exteriores que la manifiesten; tal es la forma, la manifestación misma, la salida de la voluntad de la esfera psíquica del sujeto, de modo que puede ser percibida por otros sujetos. 
iv. No se concibe una regulación de intereses que no sea llevada al exterior, con una forma reconocible. 
v. En sentido estricto, la expresión “forma” indica los particulares medios que a consecuencia de una precisa disposición de la ley, o de una obligación contractual, deben usarse al declarar la voluntad, bajo pena de nulidad o de limitadas posibilidades de prueba (240), es decir, las formalidades del negocio.
vi. Cuando la ley pide como esencial una determinada forma, todas las otras formas de manifestación quedan excluidas.
vii. Forma es el modo en que el negocio se presenta a los demás en la vida de relación; solo a través de ella es reconocible a los demás. La voluntad, mientras queda en puro fenómeno psíquico y no se traduce en actos, es privada de trascendencia social y jurídica. La clasificación en formales o no formales no debe inducir a la errónea creencia de que existen negocios sin forma. 
viii. En realidad un acto, como hecho socialmente eficaz no existe sin una forma a través de la cual sea reconocible para los demás. 
ix. Las formalidades (solemnidades que la ley exija) son requisito de validez de las obligaciones. De este modo será nulo o anulable el negocio que no ha sido revestido de la forma exigida por la ley.
x. Cuando la ley exige la forma escrita o documentación, la suerte del negocio está conectada a la del documento, siendo posible su reconstrucción.  
xi. El documento es un fenómeno espacial, un objeto; la manifestación es un fenómeno temporal, un acto. La documentación es un acto que viene a completar el negocio, a reproducirlo y tiene como producto un objeto: el documento. (250)
xii. La documentación es la operación u operaciones necesarias para plasmar y recoger documentalmente las declaraciones de voluntad. El documento es una cosa corporal, idónea para incorporar, transmitir y conservar una declaración. No es un medio de manifestación de voluntad, sino de conservación de declaraciones ya hechas para el futuro. El negocio, que existía anteriormente, queda plasmado en el documento…”
b. La legislación nacional vigente, en lo que a este tema respecta, está contenida en el Código Civil, el cual resumidamente dispone lo siguiente:
Artículo 720. 
Los medios de prueba son…
3- los documentos…”
Artículo 732.
“…Son documentos públicos todos aquellos que han sido redactados o extendidos por funcionarios públicos, según las formas requeridas y dentro del límite de sus atribuciones…”.
En síntesis, con fundamento en los aspectos antes señalados, queda plenamente establecido lo siguiente:
a. Para que un acto jurídico adquiera plena validez, no basta con que permanezca en la esfera de la voluntad como un fenómeno puramente psicológico de naturaleza privada.  Por el contrario, es esencial que presente una determinada forma que le otorgue trascendencia social y jurídica. No es concebible una regulación de intereses que no sea llevada al exterior, con una forma reconocible.
b. Los actos negociales, sean de naturaleza convencional o contractual, en particular si involucran el uso de fondos públicos han de quedar debidamente consignados en un documento, a efecto de que, si en el futuro naciera un incumplimiento por ambas partes, a través de dicho documento se puedan cotejar los términos de referencia convenidos, de modo que tales términos puedan dilucidarse sin ninguna duda ya sea en vía judicial en sede civil.
c. Los documentos que sirven de soporte a erogaciones económicas provenientes de la Hacienda Pública, aportan elementos fundamentales en lo que respecta a la transparencia en la función pública ya que pueden se exhibidos sin ningún temor a la ciudadanía que en última instancia, son quienes los suplen mediante la carga tributaria.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en la tesis del recurrente de que basta con acudir solamente a la voluntad, la urgencia y la confianza, para declarar la validez del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”.  
En vez de ello, debe señalarse que dicho convenio, además de los múltiples de defectos de trámite que presenta, carece de validez jurídica pues no cumple las formalidades exigidas por ley como requisito de validez, esto es, la firma de los representantes legales de todas las instituciones suscribientes.
15. Respecto a la solicitud del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en la estrategia de restar importancia al uso de la terminología correcto con el fin de justificar la imprecisión en el concepto de “Convenio de adhesión”
I. El argumento del recurrente: 
En vista de la falta de propiedad terminológica demostrada por la Administración al clasificar incorrectamente el convenio mencionado como un “Convenio de adhesión”, tal como lo hace ver el Consejo Institucional en el acuerdo impugnado, el recurrente acude a la estrategia de descalificar la importancia de la propiedad conceptual y declara que “De cara al Bloque de Legalidad y al fin institucional, el nombre que se le dé al instrumento o medio por el cual se pretende actuar de conformidad con ese Bloque y conseguir tal fin, resulta una preocupación bizantina”. 
Para justificar el hecho de que el Consejo Institucional no debería invocar el correcto uso de la nomenclatura relacionada con convenios, el recurrente acude al argumento de enfatizar que, en el caso que nos ocupa, lo que debería interesarle al Consejo Institucional es comprobar “en primer lugar, si con tal instrumento se consiguieron los fines institucionales y, en segundo lugar, si el medio era eficaz en función de conseguir el fin perseguido”. 
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
Dado que el recurrente acepta implícitamente haber usado incorrectamente la nomenclatura de clasificación de convenios, no se hacen observaciones respecto a las características que deben presentar los convenios de adhesión, las cuales están debidamente descritas entre los considerandos del acuerdo impugnado.
Por tanto, debe señalarse que el principal problema derivado del “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia” no tiene se relaciona con uso incorrecto de la nomenclatura, por lo que la estrategia a la que acude el recurrente de restar importancia al correcto uso la nomenclatura de clasificación de convenios (al calificar tal asunto como “preocupación bizantina”) constituye solamente una “cortina de humo” con la cual se pretende ocultar que el verdadero problema de dicho convenio es la forma incorrecta en que fue tramitado, en la cual no solo se violentó abierta e incuestionablemente la normativa relacionada con ese tipo de asuntos, sino también que dicho convenio presenta una serie de fallas respecto a los contenidos fundamentales que debe presentar un convenio, contenidos básicos que pareciera que la Administración ignora o, en caso contrario llegarse a pensar, que presuntamente podría haber desatendido al redactar y tramitar el convenio aludido.
Para dar una idea concreta respecto a cuáles deben ser los principales contenidos que presentar un convenio, conviene hacer referencia a algunas características que deben presentar ese tipo de contratos, tomando como referencia el documento “Aspectos Básicos sobre los Convenios Universitarios, Universidad de Costa Rica, Oficina Jurídica”, de los cuales adolece el mencionado “Convenio de adhesión con Universidad de Valencia”:
a. Los convenios o acuerdos de carácter específico son aquellos por medio de los cuales la Institución adquiere beneficios, obligaciones o responsabilidades de carácter académico, científico o cultural. 
b. En estos se deberá especificar los objetivos concretos que persigue, así como las implicaciones legales y financieras para la Institución.
c. Los convenios deben definir claramente los derechos y obligaciones que adquiera la Universidad, sus objetivos, y los mecanismo que le permitan ejercer un control sobre su gestión, entre otras cosas, en consideración, a que el  Rector es quien ejerce la representación judicial y extrajudicial de la Institución.
d. Además debe considerarse lo siguiente: 
i. Debe existir reciprocidad en el contenido obligacional de las cláusulas.
ii. Debe buscarse el beneficio de la Institución, previniendo, hasta donde sea posible, los cambios futuros que se puedan presentar y afectar el convenio.
iii. Deben redactarse con claridad, en forma concisa y suficiente, de manera que se evite la utilización de lenguaje ambiguo y polisémico. 
iv. En el texto se deberá indicar una definición clara de los derechos y obligaciones que adquiere la Institución, junto con los objetivos que se pretende conseguir. 
v. La universidad no puede comprometerse a realizar aquellas actividades que caen fuera del marco de competencia y legalidad. 
vi. Debe especificarse el personal que participará en el convenio su número y funciones...”.
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en la estrategia de restar importancia al uso de la nomenclatura de convenios, pues el principal problema derivado de ello no tiene que ver con la ignorancia conceptual de la nomenclatura y su incorrecto uso, sino con el evidente incumplimiento de la normativa interna y externa relacionada con el trámite de convenios y el amplio incumplimiento de los contenidos básicos que deben ser consignados en un convenio, todo lo cual contribuyó a comprometer en forma significativa recursos públicos que el estado otorga al ITCR para el cumplimiento de sus fines.
16. Respecto a la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en que otorgar un “Visto bueno a posteriori” a un convenio por parte de la Oficina de Asesoría Legal no constituye un elemento de riesgo institucional que pudiera conducir eventualmente a ocasionar pérdidas económicas al ITCR y que en su lugar son más importantes las razones de “oportunidad” y de “conveniencia institucional” 
I. El argumento del recurrente: 
Respecto a este tema, el recurrente señala:
a. El “Visto Bueno” o “Refrendo” que la Asesoría Legal da a los convenios institucionales responde, básicamente, a la necesidad de garantizar al máximo que el procedimiento de suscripción del Convenio  y sus normas de fondo responden al Bloque de Legalidad que rige para la Institución. 
b. En el caso que nos ocupa, esa garantía se estableció al haber estado presente el Director de la Oficina de Asesoría Legal en los momentos fundamentales del procedimiento, previos a la suscripción y firma del Convenio de Adhesión por parte de los cuatro rectores nacionales. 
c. El Director de la Asesoría Legal acompañó el proceso y al igual que la Dirección de Cooperación, recomendó en su momento la firma de un nuevo convenio entre las cuatro universidades costarricenses y la de Valencia. 
d. En esta fase del proceso se dieron, además, una serie de decisiones inspiradas por el  Interés Público e Institucional, en un contexto de urgencia… 
e. De esta manera se atendió  al interés institucional -cobijado por el bloque de legalidad- y por ello cumplió con el fin procurado en el procedimiento del refrendo interno, que es el de garantizar la legalidad de lo actuado, aún cuando por razones de oportunidad y conveniencia institucional cumplió a posteriori con la formalidad de manifestar expresamente y por escrito la ausencia de objeciones al Convenio. 
f. Formalidad que, siendo fundamental en situaciones ordinarias, pasa a un segundo plano en las circunstancias de premura, ante la necesidad de una tutela jurídica plena para las universidades, para los docentes y para los y las estudiantes del Programa de Doctorado cuya continuidad no debía interrumpirse, y que se alcanzaría plenamente dicha tutela con la firma del nuevo Convenio por parte de todas las universidades involucradas…
II. La posición del Consejo Institucional respecto al argumento del recurrente:
En relación con los argumentos planteados por el recurrente, cabe señalar lo siguiente:
a. La Sala Constitucional al referirse a la discrecionalidad de la Administración mediante el Voto 867-91 indicó:
"Ningún acto de la Administración puede realizarse en virtud de una potestad discrecional ilimitada. La Administración debe respetar los límites de razonabilidad y eficiencia"…En el sentido apuntado, el artículo…de dicha Ley, establece el uso de facultades discrecionales para la Administración, dentro de los límites del control de la legalidad…”
b. Asimismo, la Ley General de la  Administración Pública, establece que el uso de facultades Discrecionales por parte de la Administración, debe darse dentro de los límites del control de la legalidad. Al respecto dice en su artículo lo siguiente:
Artículo 15.- 
1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el caso concreto, pero estará sometida en todo caso a los límites que le impone el ordenamiento expresa o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 
2. El Juez ejercerá control de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la observancia de sus límites. 
c. Respecto a la discrecionalidad la doctrina ha manifestado: 
"El poder administrativo en un Estado de Derecho es siempre y más todavía el poder discrecional, un poder funcional, un poder obligado a dar cuenta de su efectivo servicio a la función para la que fue creado, a justificarse en su ejercicio y a justificar, también, su conformidad a la Ley y al Derecho, a los que está expresa, y plenamente sometido por la Norma Fundamental " (Tomás R. Fernández. " De la arbitrariedad de la Administración. Segunda Edición, Editorial Civitas S.A., 1997, p.p.83-84). 
d. Asimismo, cabe señalar, que en materia de tutela del gasto público, la potestad de cualquier administración pública es reglada, por estar estrictamente regulada en la Ley.  
Al respecto, la doctrina, ha señalado que: 
“La potestad reglada es aquella cuyos presupuestos de ejercicio, cuyo contenido, y cuyo procedimiento están estrictamente regulados por la Ley. Frente a ello, la potestad discrecional, se caracteriza por no tener los presupuestos de ejercicio o su contenido predeterminados en la Ley dejando su libre determinación a la Administración pública; de ahí que H.Huber haya calificado muy gráficamente a la discrecionalidad como “El caballo de Troya dentro del Estado de Derecho” toda vez que si no se establecen unos cauces adecuados de control puede verse vaciado de todo contenido el principio de legalidad en relación con la actuación administrativa” (Villar Palasi José Luis y Villar Ezcurra Jose Luis “ Principios de Derecho Administrativo II, Universidad Complutense de Madrid, 3ª edición, Madrid, 1993, p.26”). 
e. En este mismo sentido normativo la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, establece que la obligación primaria de la Administración de velar porque los fondos públicos sean utilizados de acuerdo con lo establecido. 
III. Por tanto, el Consejo Institucional concluye:
Es improcedente la pretensión del recurrente de revocar el acuerdo impugnado basándose en que es irrelevante haber contado a posteriori con el “Visto bueno” de la Oficina de Asesoría Legal, invocando para ello razones de oportunidad y de “conveniencia institucional”, ya que la responsabilidad de esa oficina es cumplir con lo que la ley dispone, que en este caso corresponde a manifestar expresamente y por escrito la ausencia fundamentada de objeciones al Convenio, dentro de un escenario a minimización del riesgo institucional que conducir potencialmente pudiera a ocasionar pérdidas económicas al ITCR. 
C. Aspectos generales relacionados con este recurso de revocatoria
17. Respecto al doble rol del recurrente, quien acude en este acto, en primer lugar como Rector y, en segundo lugar como Presidente del Consejo Institucional.
a. Cabe señalar que la presentación de este recurso de revocatoria por parte del Sr. Rector contra un acuerdo del Consejo Institucional mediante el cual este órgano, entre otras resoluciones, solicita a su superior jerárquico, la Asamblea Institucional Representativa, investigar la actuación como Rector, en tanto del ejecutivo de más alta jerarquía ejecutiva del Instituto, plantea una contradicción entre las funciones que el Estatuto Orgánico le asigna a este funcionario como Presidente del Consejo Institucional y las que le asigna como Rector.
En este sentido, debe mencionarse que el acto de plantear un recurso de revocatoria en su condición de Rector para oponerse a la puesta en ejecución de un acuerdo del Consejo Institucional es, en principio, contrario a la obligación que le impone el inciso g del Artículo 26 del Estatuto Orgánico el cual le ordena, en su calidad de Rector, “ejecutar los acuerdos del Consejo Institucional”.
b. Asimismo es importante tomar en cuenta que, conforme a la estructura organizativa del Instituto, la Rectoría y el Consejo Institucional son órganos independientes que cumplen diferentes roles, tienen funciones diferentes y tienen diferentes mecanismos reguladores.
Desde este punto de vista, el desempeño de la doble función de Rector y Presidente del Consejo Institucional por parte de una misma persona, conduce a una excesiva participación del ejecutivo de mayor nivel del Instituto dentro del órgano que está llamado a fiscalizar las acciones de dicho funcionario, lo que produce como consecuencia que no se presenten las condiciones necesarias que favorezcan el ejercicio imparcial de su cargo como integrante del Consejo Institucional cuando éste órgano deba pronunciarse sobre asuntos en que su presidente esté presuntamente involucrado por sus actuaciones como Rector.
c. Si adicionalmente se tiene en cuenta que, mediante el inciso f del mismo artículo 26, el Estatuto Orgánico le impone al Rector la obligación de colaborar con el Consejo Institucional, su actuación dentro del Consejo Institucional como presidente al principio de colaboración con el órgano, pues al estar bajo análisis su actuación, la conducta esperada es oponerse a los acuerdos tomados por el Consejo Institucional, vía interposición de recursos de revocatoria contra los acuerdos tomados por este órgano.
La Comisión de Planificación y Administración PROPONE:
a. Declarar sin lugar en todos sus extremos, el presente Recurso Revocatoria con Apelación en Subsidio ante el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, con fundamento en los “aspectos formales” y en los “aspectos de fondo” expuestos en los “considerandos” de este acuerdo.
b. Trasladar una copia certificada de toda la documentación respecto al tema objeto de impugnación que se encuentra en poder del Consejo Institucional al Directorio de la AIR con el fin de que este órgano proceda, conforme lo que el derecho disponga, a tramitar el respectivo recurso de apelación subsidiaria ante la Asamblea Institucional Representativa, para que este órgano, en su condición de superior jerárquico del Consejo Institucional, se avoque a analizar y pronunciarse sobre los extremos de este recurso. 
El señor Eugenio Trejos solicita  que se  invite al señor Carlos Bonilla y a la señora Maureen Reid, asesores legales.
NOTA: Se presentan a la Sesión el señor Carlos Bonilla y a la señora Maureen Reid, a las 11:23 a.m.
El señor  Eugenio Trejos informa que  este es el momento en que la Administración está conociendo la posición de la Comisión de Planificación, por lo cual no hará mención de los aspectos de fondo, eso se lo trasladará a los asesores legales para que lo analicen a fondo y le asesoren en el tema. Esgrime su defensa en los siguientes términos:
1. Este Consejo parte  de una premisa falsa al decir que se incumplió con las normas y los reglamentos, lo cual es falso, porque más bien la cumplieron, de que hay una antinomia sí la existe y precisamente esto da resultados totalmente diferentes en la apreciación de cómo se tenía que proceder. 
2. Sí se toman las normas que rigen a los Convenios no tenía que haber venido a este Consejo, si se toma la norma presupuestaria, sí tenía que venir aquí; la norma específica prevalece sobre la especial y en este caso es materia específica, se parte de premisas distintas.
3. El convenio no compromete recursos directos instituciones.
4. La norma que se convoca es sencillamente presupuestaria.
5. La discusión lleva a los fondos del FEES y quieran o no,  este Consejo no tiene potestad de desviarlos del sistema,  sino los  quieren no los reciben, pero no puede darles un destino diferente.
6. La potestad de los Consejos universitarios está restringida en materia de asignación de Fondo de Sistema, ningún Consejo puede variarlo por más acuerdos que  hayan.
7. En este órgano se han debatido bastante sobre la autonomía presupuestaria porque precisamente el manejo se deriva de una norma constitucional de igual forma.
8. Su apreciación personal es que  su única intención es disciplinar al Rector, ya que es la primera vez que se envía para que se indague al Rector de una presunta actuación.
9. No acepta afirmaciones de ese calibre de que él está ocultando información, el todo lo somete a este Consejo y para que lo sepan no existe ningún Rector que de tantos informes a un Consejo, solo él lo hace por transparencia.
10. Cuando se dio la presunta denuncia del señor  Gerardo Meza, la cual nunca se planteó en el Consejo de Rectoría, sin que fue posterior a su salida del Consejo y cuando ya se anunciaba la apertura del doctorado.
11. El Convenio se entregó ante la prensa a todos los Rectores y se consultó con el Asesor Legal del CONARE, quien dijo que no había ningún acto ilegal. No venía refrendado porque venía desde Valencia.
12. No se puede decir que la voluntad no vale, ¡claro que vale y mucho!, prueba de ello es que  los profesores se quedaron acá dando  los cursos.
13. No acepta favorecimientos indebidos, porque lo que imperaba era que el Instituto Tecnológico de Costa Rica tuviera más doctores.
Concluye indicando que no hará más comentarios sobre el tema hasta que lea la respuesta de su recurso.
El señor Carlos Badilla agrega que el discurso del señor Eugenio Trejos es lo mismo que la Comisión puede decir, porque a partir de la premisa falsa se llega a otra falsa, el señor Eugenio Trejos considera que no hay violación a la  normativa, y la Comisión considera que sí la hay. Señala que ahora hay muchos instrumentos electrónicos para manejar los asuntos, por lo que no justifica el porqué no se dio el procedimiento ordenado.  Se cuestiona por qué se corrió tanto cuando estaba en peligro la hacienda pública, de ahí que la Comisión considera que sí hubo irregularidades. Considera que al Consejo Institucional le corresponde la responsabilidad por las finanzas públicas, porque de la buena o mala administración de los mismos así el Consejo responde, por lo que debe ser transparente. Resalta que le extraña mucho la defensa de la Autonomía Universitaria, pero sí hay una sumisión al CONARE como si este fuera superior  cuando este es un ente coordinador, todas las universidades se pueden oponer, está seguro de que si estos temas se llevan a los diferentes consejos no lo aceptarían y las cosas pueden variar; considera que hay un abuso de poder por parte del CONARE, porque este órgano no puede decidir cómo se parte la tajada.   El CONARE no puede aprobar y luego el Instituto Tecnológico de Costa Rica incorporar esos recursos dentro de los recursos de la Institución.  Indica que el que haya que disciplinar al Rector, no es ningún pecado, no es de extrañarse de esto, y se cuestiona qué es eso de enviarla a la Autoridad Superior; por qué extrañarse de que se pueda disciplinar al Rector, quien ha dicho que al Rector no se le puede sancionar como a cualquier funcionario público, la idea es que la AIR resuelva con los argumentos de ambos, resolver los conflictos de competencia le corresponde a la Asamblea Institucional Representativa.  Considera que estos dos órganos jamás se podrán poner de acuerdo, dichosamente esto no se votará hoy sino en la próxima semana con una visión más madura sobre el tema.
Solicita a la Dirección Ejecutiva que se consigne su voto contrario en caso de que la Comisión disponga votar esta propuesta hoy.
El señor Trejos agrega que el Fondo del Sistema está a cargo del CONARE, quieran o no, por lo que si quieren modificarlo deben plantear la modificación al Artículo 85 de la Constitución Política, estos fondos más bien han traído a las universidades beneficios. Resalta que si hay alguien ocupado de la hacienda pública es él y se cuestiona en qué se han utilizado estos recursos y puede la Auditoria ir a investigar lo que considere necesario.
La señora Sonia Barboza desea dejar constancia de que la preocupación va más allá del doctorado, lo que deben hacer es llamar a cuentas, pero les preocupa el manejo que CONARE da a estos fondos. Señala que los rectores se dieron la potestad de segregar esa parte de los fondos del sistema, pero digamos que la tienen, qué les asegura que no habrá problemas posteriores para con el Consejo y para el mismo Rector. Cuestiona hasta dónde están claramente definidas las responsabilidades, quieren que la comunidad conozca la preocupación, deja claro que no están en contra de las iniciativas pero sí quieren es que sean aprobados y evaluadas y se les de el seguimiento que corresponde.  Espera que el CONARE diga qué queda para la sociedad de todo el dinero invertido, en términos generales, no está hablando del doctorado.  Reitera que el Rector no trajo el Convenio para aprobación, más bien en un acto de buena fe le pidieron que lo trajera para no perjudicar al doctorando, sí han dado espacios, lo que sucede es que la propuesta de la Rectoría no enderezaba entuertos, de hecho no han traído la modificación presupuestaria después de enderezar el asunto, no entiende como es que insisten que el Consejo Institucional no quiso aprobarlo.  Señala que ellos están vendiendo un programa al Instituto Tecnológico de Costa Rica, ellos mismos han levantado requisitos con tal de que el programa camine, no hay que llamar a engaños, tampoco es que el programa  es gratis,  hay recursos y muy importantes.
Hay peligro en la Hacienda Pública y por eso se paró y se enderezó, sino se estaría permitiendo que personas que no cumplían los requisitos estuvieran haciendo uso de los recursos públicos.
El señor Eugenio Trejos externa que en  relación con el trámite de la modificación, él envió dos memorandos para conocimiento y aprobación.
La señora Sonia Barboza responde que sí, pero ellos no dejaron condicionado eso, lo que quedaba era que la Administración trajera la modificación para su aprobación.
El señor Eugenio Trejos agrega que el  tuvo que recurrir a todas las argucias para que  esos recursos fueran dados por vía directa por CONARE.
El señor Carlos Bonilla informa que el principio de legalidad está mal entendido, a la par de este principio se ha procurado aplicar toda la actuación de todo lo relacionado a Valencia, además han querido hablar del bloque de legalidad completo, costumbres, principios generales del Derecho Administrativo.
El señor Carlos Badilla comenta que la  Escuela hizo un mini Comité de Becas que incluyó a personas que ni siquiera son funcionarios de la Institución; y que hubo personas que incumplieron los requisitos también es cierto.  Señala que no se hizo convocatoria abierta sino cerrada, no hubo trato justo.  Considera que hay que recordar que CONARE no tiene existencia propia, todas sus decisiones son ad referéndum.  Insiste en que no se puede decir que el Instituto Tecnológico de Costa Rica se está abusando de los dineros que el CONARE está dando, estos son fondos del Sistema para todas las universidades.  Considera que las cosas no fueron planificadas como debió ser, la misma Vicerrectoría de Administración pudo haber hecho una proyección financiera y no se podía firmar de forma apresurada.
El señor  Eugenio Trejos deja claro sobre la frase que no se están “metiendo goles” a ninguna universidad, esos proyectos pasan por todos los filtros.
NOTA: Se agradece a la señora  Maureen  Reid y al señor  Carlos Bonilla, y se retiran a la 1:38 p.m.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 11. Modificación del Acuerdo No. 2575, Artículo 14, del 11 de setiembre del 2008, “Autorización parcial de la ejecución de la Modificación Interna No. 276 referente al Proyecto Regionalización Huetar Atlántica, según acuerdo tomado en la Sesión No. 2565, Art. 11 del 26 de junio del 2008 “Modificación Interna No. 02-2008”
El señor Roberto Gallardo presenta la propuesta denominada:  “Modificación del Acuerdo No. 2575, Artículo 14, del 11 de setiembre del 2008, “Autorización parcial de la ejecución de la Modificación Interna No. 276 referente al Proyecto Regionalización Huetar Atlántica, según acuerdo tomado en la Sesión No. 2565, Art. 11 del 26 de junio del 2008 “Modificación Interna No. 02-2008”, elaborada por su persona en calidad de miembro del Consejo Institucional, adjunta a la carpeta de esta acta.  Explica que el punto es breve porque lo que trata es de corregir un error material del acuerdo, ya se tienen los fondos para regionalización los 100.000.0000 (cien millones de colones), se tomó un acuerdo en el Consejo Institucional, solo que se omitió un cuadro que facultaba  una de las tres iniciativas para el 2008,  que fueron aprobadas por este Consejo.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2575, Artículo 14, del 11 de setiembre del 2008, autorizó parcialmente la ejecución de la Modificación Interna No. 276 referente al Proyecto de Regionalización Huetar Atlántica, según acuerdo tomado en la Sesión No. 2565, Artículo 11 del 26 de junio del 2008 “Modificación Interna No. 02-2008”, de la siguiente manera:
i. La realización de dos encuentros de consulta local en materia marítimo-portuaria y turística, según los siguientes componentes:
	Componentes turístico y marítimo - portuario

	1530
	Transporte en el exterior panameños 
	Tiquetes de 3 expertos
	787.500,00

	1110
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	Hospedaje de 3 expertos panameños
	157.500,00

	1490
	Otros servicios de gestión y apoyo
	Honorarios 3 expertos panameños
	787.500,00

	1730
	Gastos de representación
	Alimentación visitantes
	236.250,00

	2110
	Combustibles y lubricantes
	Transporte expertos organizadores
	1.000.000,00

	1490
	Otros servicios de gestión y apoyo
	Alimentación, alquiler local, etc.
	6.000.000,00

	1720
	Actividades  protocolarias  y sociales
	
	2.000.000,00

	1330
	Impresión,  encuadernación y otros
	Publicidad
	2.000.000,00

	
	
	
	12.968.750,00


ii. Autorizar el uso del recurso presupuestario para la compra de un vehículo, según la descripción indicada a continuación, el cual quede adscrito a la Unidad de Transportes: 
	Componente Población indígena

	5125
	Compra de vehículo de doble tracción
	Equipo de transporte
	15.000.000,00


El coordinador del Proyecto de Regionalización Huetar Atlántica, deberá entregar a la Dirección de la Unidad de Transportes un cronograma del plan semestral de uso de dicho vehículo que contenga las fechas en que será requerido para participar en las actividades más significativas de las diferentes etapas del proyecto aprobadas.
La Unidad de Transportes podrá disponer de este vehículo para atender solicitudes de servicio de transportes planteadas por otras dependencias del Instituto en fechas no contempladas en el cronograma del plan semestral de uso. 
No obstante, la utilización de este vehículo para participar en las actividades del Proyecto de Regionalización Huetar Atlántica durante las fechas incluidas en el cronograma del plan semestral de uso tendrá prioridad sobre las solicitudes de utilización de otras dependencias institucionales….”
2. Por error involuntario, en la tabla sobre el componente turístico, marítimo portuario, solamente se incluyó lo correspondiente al tema marítimo portuario, quedando fuera el componente turístico, para lo cual se requiere de los siguientes recursos, incluidos en la modificación presupuestaria en cuestión:
	1. Taller de sensibilización: Turismo
	

	1330
	Impresión, encuadernación y otros
	 ₡                                   500,000.00 

	1490
	Otros servicios de gestión y apoyo
	 ₡                              15,000,000.00 

	1520
	Viáticos dentro del país
	 ₡                                5,500,000.00 

	2110
	Combustibles y lubricantes
	 ₡                                2,126,250.00 

	2511
	Útiles y materiales de oficina
	 ₡                                   250,000.00 

	
	
	 ₡                              23,376,250.00 


ACUERDA:
a. Modificar el acuerdo tomado en la Sesión No.  2575, Artículo 14, del 11 de setiembre del 2008, de tal manera que se liberen también, los recursos correspondientes al encuentro de turismo, tal y como se detalla a continuación:
	1. Taller de sensibilización: Turismo
	

	1330
	Impresión, encuadernación y otros
	 ₡                                   500,000.00 

	1490
	Otros servicios de gestión y apoyo
	 ₡                              15,000,000.00 

	1520
	Viáticos dentro del país
	 ₡                                5,500,000.00 

	2110
	Combustibles y lubricantes
	 ₡                                2,126,250.00 

	2511
	Útiles y materiales de oficina
	 ₡                                   250,000.00 

	
	
	 ₡                              23,376,250.00 


b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
MOCIÓN DE ORDEN:  El señor Eugenio Trejos presenta moción de orden para pasar a los puntos 13 y 14 sobre los pronunciamientos, ya que es importante remitirlos a la Asamblea Legislativa y prefiere verlos antes por sí no da tiempo.  Se acoge por unanimidad.
ARTÍCULO 12. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 11 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expedientes Legislativos No. 16.417 y  No. 16.916
El señor Eugenio Trejos presenta las propuestas denominadas:  “Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 11 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.417” y “Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.916”, elaboradas por la Presidencia, adjuntas a la carpeta de esta acta.  Aclara que ambos proyectos fueron consultados a la Escuela de Biología y el criterio técnico es que ambos proyectos tienen sus diferencias por lo que se entregarán dos criterios: en uno que se apoya el Proyecto de Ley  y en otro se opone, ya que se tramitan en distintos expedientes legislativos.
Se somete a votación la propuesta del Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.417 y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 02 de setiembre del 2008, recibió FAX de la Asamblea Legislativa, suscrito por la Sra. Hannia M.  Durán, Jefa de Área, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, en el cual solicita criterio del ITCR sobre el proyecto “Interpretación Auténtica del Art. 1 de la Ley de Creación del Parque Nacional Marino las Baulas de Guanacaste. Ley 7524. Exp. No. 16417, publicado en la Gaceta 219 del 15 de noviembre del 2006.  Dicho criterio se requiere en un plazo ocho días hábiles según lo establecido en el Art. 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa.
2. Mediante el oficio SCI-589-2008, del 02 de setiembre del 2008, se remitió a al Ing. Jaime Brenes, Director de la Escuela de Biología, el Proyecto supra citado, para el respectivo análisis y dictamen correspondiente.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 09 de setiembre del 2008, recibió el oficio EB-597-2008, suscrito por el Ing. Jaime Brenes, Director de la Escuela de Biología, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio técnico sobre el Proyecto, en el cual recomienda en lo conducente, lo siguiente:
“Apoyar por completo el expediente No. 16.417 que indica que el Parque “discurre por tierra a una distancia de ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria.”
4. El Artículo 1 de la Ley N° 7524 para la Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, indica lo siguiente: 
“Creación y límites:  Se crea el Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, cuyos límites, según las hojas cartográficas Villarreal y Matapalo escala 1:50.000 del Instituto Geográfico Nacional, serán los siguientes: partiendo de un punto ubicado en las coordenadas N 259.100 y E 332.000, sigue por una línea recta  hasta alcanzar una línea imaginaria paralela a la costa, distante ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria aguas adentro. Por esta línea imaginaria, continúa el límite con dirección sureste, hasta terminar en el punto de coordenadas N 255.000 y E 335.050.
El Parque también abarcará los esteros Tamarindo, Ventanas y San Francisco y sus manglares; el cerro localizado inmediatamente detrás de playa Ventanas, el cerro El Morro, la isla Capitán, la isla Verde, la zona pública de cincuenta metros, medida desde la pleamar ordinaria, entre la punta San Francisco y el estero San Francisco y las aguas territoriales de la bahía Tamarindo, comprendidas entre punta Conejo y el extremo sur de playa Langosta, hasta la línea de pleamar ordinaria.”
5. Se solicita criterio sobre dos proyectos de ley bajo el nombre de “INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DEL ARTÍCULO 1 DE LA LEY DE CREACIÓN DEL PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS DE GUANACASTE, LEY No. 7524” los cuales se distinguen por sus números de expedientes de la Asamblea Legislativa No. 16.417.
6. En el Expediente No. 16.417 se solicita se decrete lo siguiente:
ARTÍCULO ÚNICO.-  Interprétese auténticamente el artículo 1 la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas, Ley N.º 7524, en el sentido de que dicho Parque comprende la porción terrestre, descrito en las coordenadas N 255.000 y E 335.050 de la hoja cartográfica Villareal del Instituto Geográfico Nacional, siguiendo el trazado de la línea imaginaria que parte de una línea recta que nace en las coordenadas N 259.100 y E 322.000 finaliza en las coordenadas N 255.000 y E 335.050, que discurre por tierra a una distancia de ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria.
Rige a partir de su publicación.
Maureen Ballestero Vargas
DIPUTADA
En este momento, este proyecto de Ley pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente Especial de Ambiente.
7. El Parque Nacional Marino las Baulas implica un territorio, el cual, comprende los principales sitios de anidación de tortuga Baula en el mundo.  Se trata de una especie en peligro de extinción, según la lista oficial de Cites (1998); pues en los últimos 27 años se ha perdido el 90% de la población.
8. Costa Rica, de conformidad con el Convenio Centroamericano de Biodiversidad y Proyección de Áreas Silvestres Prioritarias en América Central, cuyo objetivo es el conservar al máximo posible la diversidad biológica, terrestre y costero marina de la región Centroamericana y la conservación 'in situ' de ecosistemas y hábitat naturales con el compromiso de todos los estados a tomar las medidas posibles para la conservación.
9. Así mismo, de conformidad con el Convenio sobre la Biodiversidad Biológica y sus anexos firmado el 15 de junio de 1992 en Río de Janeiro, Brasil y la Ley N° 7416 de la República de Costa Rica, “se adquiere el compromiso de establecer un sistema de áreas protegidas donde se deben tomar medidas especiales para conservar la biodiversidad, administración de los recursos biológicos importantes para la conservación de la Biodiversidad, ya sea fuera o dentro de las áreas silvestres protegidas, para garantizar su conservación, promoverá la protección de ecosistemas y hábitat naturales de poblaciones viables de especies en entornos naturales, promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en zonas adyacentes a áreas protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas y promover la recuperación de especies amenazada”. 
10. En el Decreto Ejecutivo Nº 20518-MIRENEM de declaratoria del Parque Nacional Marino las Baulas del 9 de julio de 1991 se establece una franja terrestre de ciento veinticinco metros (125 m) a partir de la pleamar ordinaria (es el sitio donde se presenta el nivel más alto que alcanzan las aguas en una marea creciente)
11. La Ley 7524 del 16 de agosto de 1995 buscó ratificar el área protegida inicialmente mediante el Decreto Ejecutivo de 1991.
12. La pérdida de la vegetación y las zonas amortiguadoras (zonas aledañas al parque) por construcción de edificación y mayor tránsito humano causaría:
i. Aumento de la temperatura  y cambios en la humedad de las playas, afectando drásticamente el desove y la proporción de la relación de sexo de 9 hembras  por 1 macho en crías eclosionadas con mortalidades superiores al 50 % (Comunicación escrita por Gerardo Chaves, especialista en Tortugas Marinas 2008, UCR).
ii. Cambios en la luminosidad y ruido, produciendo una reducción de los períodos del desove y en el peor de los casos la no arribada por parte de las tortugas.
13. La contaminación acuática que se da cuando existen edificaciones, afecta la calidad del agua, causando cambios en la química específica de los esteros y de las playas,  perturbando la identificación de los sitios de anidación de las tortugas y paisaje y por ende el turismo.
14.  Como se indica en el Decreto Ejecutivo N° 20518-MIRENEM, ya se tiene establecida una franja terrestre de 125 m superior a la pleamar; que permite que las tortugas Baula tengan un espacio en tierra firme  para desovar. 
15. Queremos agregar, que incluso, estas franjas de tierra asignadas para el desove de las tortugas no representan un área protegida suficiente, para que ecológicamente esta especie complete su ciclo de vida; de conformidad con el Convenio sobre la Biodiversidad Biológica y sus anexos firmado el 15 de junio de 1992 en Río de Janeiro,  Brasil y la Ley N° 7416.
ACUERDA:
a. Apoyar en todos sus extremos el Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.417.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
Se somete a votación la propuesta del “Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.916” y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 22 de julio del 2008, recibió BOLETA DE COMUNICADO, suscrita 0. por el MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el oficio de la Asamblea Legislativa sobre la solicitud de criterio para el Proyecto “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de Creación del Parque Nacional Marino las Baulas de Guanacaste. Exp. 7.524”.
2. Mediante el oficio SCI-486-2008, del 05 de agosto del 2008, se remitió a al Ing. Jaime Brenes, Director de la Escuela de Biología, el Proyecto supra citado, para el respectivo análisis y dictamen correspondiente.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 09 de setiembre del 2008, recibió el oficio EB-597-2008, suscrito por el Ing. Jaime Brenes, Director de la Escuela de Biología, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio técnico sobre el Proyecto, en el cual recomienda en lo conducente, lo siguiente:
“Desaprobar y reprobar por completo el expediente No. 16.916 que indica que “los ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria aguas adentro el cual refiere a mar adentro; es decir, hacia el océano y no tierra adentro.”
4. El Artículo 1 de la ley N° 7524 para la CREACIÓN DEL PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS DE GUANACASTE indica lo siguiente: 
“Creación y límites:  Se crea el Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, cuyos límites, según las hojas cartográficas Villarreal y Matapalo escala 1:50.000 del Instituto Geográfico Nacional, serán los siguientes: partiendo de un punto ubicado en las coordenadas N 259.100 y E 332.000, sigue por una línea recta  hasta alcanzar una línea imaginaria paralela a la costa, distante ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria aguas adentro. Por esta línea imaginaria, continúa el límite con dirección sureste, hasta terminar en el punto de coordenadas N 255.000 y E 335.050.
El parque también abarcará los esteros Tamarindo, Ventanas y San Francisco y sus manglares; el cerro localizado inmediatamente detrás de playa Ventanas, el cerro El Morro, la isla Capitán, la isla Verde, la zona pública de cincuenta metros, medida desde la pleamar ordinaria, entre la punta San Francisco y el estero San Francisco y las aguas territoriales de la bahía Tamarindo, comprendidas entre punta Conejo y el extremo sur de playa Langosta, hasta la línea de pleamar ordinaria.”
5. Se solicita criterio sobre dos proyectos de ley bajo el nombre de “INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DEL ARTÍCULO 1 DE LA LEY DE CREACIÓN DEL PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS DE GUANACASTE, LEY No. 7524” los cuales se distinguen por sus números de expedientes de la Asamblea Legislativa No. 16.916.
6. En el Expediente No. 16.916 se solicita se decrete lo siguiente:
“ARTÍCULO ÚNICO.- Interprétese auténticamente el artículo 1 de la Ley N.º 7524, Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste en el sentido de los ciento veinticinco metros de la pleamar ordinaria aguas adentro el cual refiere a mar adentro; es decir, hacia el océano y no tierra adentro.
Rige a partir de su publicación.
Jorge Eduardo Sánchez Sibaja
DIPUTADO
7. El Parque Nacional Marino las Baulas implica un territorio, el cual, comprende los principales sitios de anidación de tortuga Baula en el mundo.  Se trata de una especie en peligro de extinción, según la lista oficial de Cites (1998); pues en los últimos 27 años se ha perdido el 90% de la población.
8. Costa Rica, de conformidad con el Convenio Centroamericano de Biodiversidad y Proyección de Áreas Silvestres Prioritarias en América Central, cuyo objetivo es el conservar al máximo posible la diversidad biológica, terrestre y costero marina de la región Centroamericana y la conservación 'in situ' de ecosistemas y hábitat naturales con el compromiso de todos los estados a tomar las medidas posibles para la conservación.
9. Así mismo, de conformidad con el Convenio sobre la Biodiversidad Biológica y sus anexos firmado el 15 de junio de 1992 en Río de Janeiro, Brasil y la Ley N° 7416 de la República de Costa Rica, “se adquiere el compromiso de establecer un sistema de áreas protegidas donde se deben tomar medidas especiales para conservar la biodiversidad, administración de los recursos biológicos importantes para la conservación de la Biodiversidad, ya sea fuera o dentro de las áreas silvestres protegidas, para garantizar su conservación, promoverá la protección de ecosistemas y hábitat naturales de poblaciones viables de especies en entornos naturales, promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en zonas adyacentes a áreas protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas y promover la recuperación de especies amenazada”. 
10. En el Decreto Ejecutivo No. 20518-MIRENEM de declaratoria del Parque Nacional Marino las Baulas del 9 de julio de 1991 se establece una franja terrestre de ciento veinticinco metros (125 m) a partir de la pleamar ordinaria (es el sitio donde se presenta el nivel más alto que alcanzan las aguas en una marea creciente).
11. La Ley No. 7524 del 16 de agosto de 1995 buscó ratificar el área protegida inicialmente mediante el Decreto Ejecutivo de 1991.
12.  La pérdida de la vegetación y las zonas amortiguadoras (zonas aledañas al parque) por construcción de edificación y mayor tránsito humano causaría:
iii. Aumento de la temperatura  y cambios en la humedad de las playas, afectando drásticamente el desove y la proporción de la relación de sexo de 9 hembras  por 1 macho en crías eclosionadas con mortalidades superiores al 50 % (Comunicación escrita por Gerardo Chaves, especialista en Tortugas Marinas 2008, UCR).
iv. Cambios en la luminosidad y ruido, produciendo una reducción de los períodos del desove y en el peor de los casos la no arribada por parte de las tortugas.
13.  La contaminación acuática que se da cuando existen edificaciones, afecta la calidad del agua, causando cambios en la química específica de los esteros y de las playas,  perturbando la identificación de los sitios de anidación de las tortugas y paisaje y por ende el turismo.
14.  Como se indica en el Decreto Ejecutivo N° 20518-MIRENEM, ya se tiene establecida una franja terrestre de 125m superior a la pleamar; que permite que las tortugas Baula tengan un espacio en tierra firme  para desovar. 
15. Queremos agregar, que incluso, estas franjas de tierra asignadas para el desove de las tortugas no representan un área protegida suficiente, para que ecológicamente esta especie complete su ciclo de vida; de conformidad con el Convenio sobre la Biodiversidad Biológica y sus anexos firmado el 15 de junio de 1992 en Río de Janeiro,  Brasil y la Ley N° 7416.
ACUERDA:
a. Manifestar a la Asamblea Legislativa la firme oposición a la aprobación del  Proyecto de Ley “Interpretación auténtica del Art. 1 de la Ley de creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste, Ley No. 7524”; Expediente Legislativo No. 16.916.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 13. Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto “Ley de Creación de la Universidad Nacional del Deporte (UNADE), expediente legislativo No. 16.637
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto “Ley de Creación de la Universidad Nacional del Deporte (UNADE)”, expediente legislativo No. 16.637, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta. Comenta que el criterio técnico fue elaborado por la Escuela de Cultura y Deportes y que al igual que las otras universidades, hay una rotunda oposición al Proyecto de Ley.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, por medio de la Licda. Rosa María Vega Campos, Jefa de Área Comisión Permanente de Gobierno y Administración, solicita través del oficio CG -121-08, del miércoles 28 de mayo del 2008, el criterio de nuestra institución sobre el Proyecto Ley de Creación de la Universidad del Deporte (expediente N.º 16.637, el cual fue publicado en La Gaceta Nº 118 del 20 de Junio del 2007).
2. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 10 de junio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en el cual remite oficio de la  Escuela de Cultura y Deporte CD-132-2008, en el cual remite criterio referente al Proyecto de Ley de Creación de la Universidad del Deporte, del cual se extrae lo siguiente:
3. El Artículo 88 de la Constitución Política de Costa Rica establece:
“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente el criterio del Consejo Universitario o al órgano director correspondiente de cada una de ellas.”
4. El Artículo 9 del Proyecto en el cual se contempla la posibilidad de que la Facultad de Ciencias del Deporte de la Universidad de Nacional y la Escuela de Educación Física de la Universidad de Costa Rica se integren a esta nueva Universidad Estatal. (…) en virtud del mandato constitucional de autonomía universitaria, ninguna ley, órgano ni ente de la República tiene la capacidad para obligar a la Universidad a desmembrar alguna de sus unidades académicas o administrativas con el fin de fusionarse a esta eventual decisión de proceder, conforme es propuesto en el proyecto de ley, es competencia exclusiva de las máximas autoridades universitaria.
5. Ni la exposición de motivos ni el texto del presente proyecto, logran demostrar la necesidad de crear una institución de Educación Superior más, con el costo económico y logístico que ello implica, habida cuenta de que la misión, fines, funciones que se indican en los artículos 1, 6 , 7 y 12 implican una triplicidad de funciones, en relación con las Escuelas de Educación Física y Deporte ya existentes, por cuanto la nueva Universidad asumiría funciones que ya están siendo atendidas por la Universidades que imparten la Carrera de Educación Física y en el caso particular del Instituto Tecnológico la extensión desde la Cultura Física.
6. El proyecto arroja triplicidad de funciones, una cobertura del servicio indeterminada, carácter localista, ausencia de compromiso a nivel nacional, procesos ineficaces y antieconómicos, y la posible intromisión en la autonomía universitaria 
7. El proyecto de ley expone que para que exista la universidad propuesta se deben tocar el patrimonio académico y los recursos de dos universidades públicas. La Universidades costarricenses no pueden ser obligadas a desprenderse de sus bienes para que se cree otra universidad. En virtud del mandato constitucional de autonomía universitaria, ninguna ley, órgano ni ente de la República tiene la potestad para obligar a  ninguna Universidad a desmembrar alguna de sus unidades académicas o administrativas.
8. El deporte reviste, en la actualidad, una importancia social, la cual permite forjar una identidad y reunir a los pueblos. En este contexto, se valora como fundamental que el deporte como actividad colectiva sea promovido por la sociedad en general y por el Estado en particular, a partir de la definición de políticas públicas y de la ejecución de programas y proyectos que beneficien a toda la población.
9. El Instituto Tecnológico  cuenta con La Escuela de Cultura y Deporte, quien se ha caracterizado por desarrollar programas, en el campo docencia, investigación,  extensión y a acción social, proyectándose para el año 2009 la Apertura de una opción académica en el Área de  La Administración Deportiva. 
10. La propuesta de ley en estudio no aborda, conceptualmente, qué se entiende o define como deporte y cómo se debe comprender este concepto en el proyecto de ley. No hay una clara distinción entre el deporte con fines competitivos, el deporte de alto rendimiento, con el deporte aventura, el deporte con propósito de promoción de la salud, deporte para todos, o el deporte recreativo.
11. El concepto de UNIVERSIDAD que se expone en el proyecto carece de fundamentos tanto filosóficos como epistemológicos, dado que se mezclan conceptos y criterios de carreras técnicas, formación de entrenadores y entrenamiento de atletas. La universidad propuesta no tiene asidero ni una razón fundamental, en el tanto los fines que se propone no son ajenos a los que existen en la actualidad en las universidades públicas, lo cual expresa un serio desconocimiento en cuanto al desarrollo y antecedentes de las carreras de Educación Física ya existentes en dichas universidades.
12. El proyecto carece de un marco histórico y conceptual sólido, ayuno del respaldo de cifras relevantes verificables por la opinión pública (estudios de población, análisis de registros y marcas nacionales en diversos deportes, cantidad de graduados de educación física, opciones laborales, plazas docentes y administrativas en el área, presupuesto, etc.).
13. La creación de una institución especializada atenta contra el carácter interdisciplinario que se requiere en una universidad por una parte y, por otra, en la naturaleza de la disciplina del deporte y en sus aristas de desarrollo, como la recreación, la salud, el humanismo, entre otros.
ACUERDA:
a. Manifestar a la Asamblea Legislativa la firme oposición a la aprobación del  Proyecto:  ”Ley de Creación de la Universidad Nacional del Deporte, que se analiza bajo el expediente legislativo No. 16.637”; por considerar que violenta la autonomía universitaria otorgada constitucionalmente y, además, carece de una fundamentación filosófica y epistemológica.
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 14. Modificación al Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario
El señor Eugenio Trejos presenta la propuesta denominada: “Modificación al Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario”, elaborada por la Presidencia, adjunta a la carpeta de esta acta.  Agrega que lo que se pretende es ampliar la posibilidad para que el Instituto Tecnológico de Costa Rica pueda otorgar licencias sin goce de salario ya no solamente a personas funcionarias que son electas dentro de los poderes legislativos o municipales por elección popular o municipal o por  aquellos que el Gobierno de la República designe como ministros o viceministros del estado u oficiales mayores, sino, en cualquiera de los poderes del estado: El Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República, la Defensoría de los Habitantes o por el Consejo Nacional de Rectores por el plazo de elección o del nombramiento por cuatro años prorrogables; y que dicho plaza pueda exceder los ocho años calendario contando dentro de este límite las reelecciones y nombramientos reiterados.
El señor Isidro Álvarez añade que no ve en la propuesta la posibilidad cuando un funcionario pueda ser nombrado por otra  universidad pública.
El señor Eugenio Trejos responde que  es muy acertada la observación y comenta que se presentó un caso en este momento de un profesor de la Escuela de Cultura y Deporte, que fue electo como subdirector de la Escuela de Arte de la Universidad Nacional. Explica que él estaba como Director interino, termino en un año y se había concluido el permiso, por lo que ahora se podría prorrogar por un máximo de un año adicional y no por el período por el cual fue electo que fue cuatro años.
La señora Sonia Barboza externa que a ella no le gusta esa ampliación tan extensa de 8 años, puede entender que alguien que quiera un puesto de elección popular se lanza y tentativamente quede, está bien que se le dé el permiso por cuatro años porque se parte del supuesto que va a contribuir con la patria.  Manifiesta que ella estaría de acuerdo en el sentido que por elección popular inclusive cargos de dirección temporal designados por los tres poderes, pero le parece mucho todavía exceder a ocho años, considera que la universidad no debería ser tan lapsa en esos permisos. Cree que cuatro años son más que  suficiente.
El señor Eugenio Trejos informa que hay puestos que sí lo ameritan como por ejemplo el de Contralor (a) General de la República,  en que los plazos son por 8 años y en caso de elecciones normalmente son cuatro años.
La señora Sonia Barboza agrega que exceptuando aquellos en los cuales el puesto como tal requiere los 8 años, pero más de eso le parece que no debe ser.  Normalmente lo que pasa en estos casos es que a la persona le gustó la carrera que se fue hacer a otro país y ven más fructífero esos puestos porque les da renombre, estatus y ya volver a la universidad como que les baja de categoría, suena un poco crudo en la descripción pero tiende a ser así.
El señor Carlos Badilla desea  manifestarse  en contra totalmente de ese artículo tal como se ha planteado está en una modificación del Reglamente de Licencia que se hizo con fundamento a lo que ya la política establece específicamente para un pequeño conjunto de cargos, esa otra ampliación no se le está pidiendo a la Institución y además se puede ampliar.  Agrega que para quien recibe el beneficio es muy bonito pero significa que hay un montón de plazas que no pueden ser ocupadas por otros ciudadanos de la República porque alguien ya las tiene capturadas y no las suelta. Sugiere que quien quiere trabajar en el Instituto Tecnológico de Costa Rica que se mantenga y que quien quiere irse a trabajar a otra parte que suelte la plaza para que sea ocupada por otra persona.  Considera que si se está hablando de igualdad de trato no es correcto darle preferencia a una persona para que mantenga su plaza y tener a otros en condición de interinos que podrían tener más mérito de ocupar el puesto.  
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 6 votos a favor, 5 en contra. 
La señora Sonia Barboza solicita se consigne su voto en contra por las razones antes mencionadas.
El señor Carlos Badilla solicita que se consigne su voto en contra por las razones esgrimidas.
El señor  Johnny Masís manifiesta su voto en contra por cuanto no es justo para la persona interina que sustituya a otra por periodos tan extensos.
La señora Rosaura Brenes solicita se consigne su voto en contra  por el trato desigual en cuanto a permiso se refiere y segundo porque va en perjuicio de compañeras y compañeros interinos.
La señora Lilliana Harley solicita que se consigne su voto en contra por las razones expuestas, tanto por el trato justo como la inseguridad que tiene la persona interina de tener un trabajo estable, porque puede ser una persona excelente y cuando una persona ocupa un puesto muy importante fuera de la Institución por lo general regresa a la Institución sería disminuir salario y estatus, normalmente esas personas lo que hacen es seguir moviéndose en un ámbito de la política cambiando de un puesto a otro.
El señor Carlos Badilla solicita que en la agenda de la próxima semana, le cedan un espacio para tener la oportunidad de  plantear moción de revisión del acuerdo adoptado y sin firmeza. 
CONSIDERANDO QUE:
1. El Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario, en el Artículo 1, establece lo siguiente:
“La presente normativa regula el procedimiento para la concesión de licencias, totales o parciales, con goce y sin goce de salario, a las personas funcionarias del Instituto Tecnológico de Costa Rica (en adelante denominado ITCR, la Institución o el Instituto), para que realicen estudios, presten sus servicios a otra institución pública o privada, o atiendan situaciones personales, en consonancia con las licencias ya establecidas en el Reglamento de Becas para el Personal del Instituto Tecnológico de Costa Rica; el Reglamento de Facilidades de Estudio para Funcionarios del Instituto Tecnológico de Costa Rica y sus dependientes, la Segunda Convención Colectiva de Trabajo y sus Reformas; sin detrimento de la licencia otorgada por la Ley 7756.”
2. Los Artículos 7 y 8 del citado Reglamento establecen lo siguiente:
“Artículo 7 
Las licencias ordinarias sin goce de salario se otorgarán por un período inferior o igual al año calendario y podrán ser prorrogadas hasta por un año adicional. La suma de los períodos concedidos en licencia ordinaria sin goce de salario no podrá superar los dos años calendario.
Artículo 8 
El Rector podrá autorizar licencias ordinarias sin goce de salario a las personas funcionarias del ITCR que vayan a ocupar puestos de elección popular o cargos temporales designados por el Poder Ejecutivo por el plazo de la elección o del nombramiento. Si la persona funcionaria cesare en su cargo antes del término de su nombramiento, podrá solicitar al Rector la reincorporación anticipada al ITCR, sin que exista obligación del Instituto de integrarlo en esa condición.”
3. El citado Artículo siete establece claramente un límite máximo de dos años calendario para las Licencias sin Goce de Salario. El artículo 8, en cambio, contempla una excepción a esa regla por cuanto autoriza “por el plazo de la elección o del nombramiento” las licencias sin goce de salario en caso de puestos de elección popular o cargos temporales designados por el Poder Ejecutivo, los cuales regularmente, son por cuatro años calendario.
4. La regulación vigente no contempla la posibilidad de otorgar Licencias sin Goce de Salario por más de dos años a funcionarios(as) que, sin haber sido electos popularmente o haber sido designados por el Poder Ejecutivo, son nombrados en puestos de relevancia nacional, por ejemplo nombramientos en altos cargos de otros poderes del Estado. Tampoco contempla el nombramiento en cargos de dirección de instancias de alto nivel del Consejo Nacional de Rectores –CONARE- cuyos intereses convergen con los principios y fines del Instituto. En esa perspectiva, si el Rector puede autorizar la Licencia en casos de nombramientos del Poder Ejecutivo, por la relevancia y el impacto nacional del cargo, con mayor procedencia debería poder hacerlo para el nombramiento de puestos de alto nivel designados por otros poderes o instancias, o por el CONARE, más directamente vinculados con el quehacer académico de las instituciones públicas de Educación Superior.
5. La experiencia institucional indica la necesidad de cubrir la laguna normativa que el actual Reglamento tiene, mediante una reforma al artículo 8 que le otorgue al Rector la facultad de autorizar la licencia sin goce de salario, por un periodo de cuatro años prorrogables a un máximo de ocho, a quienes son designados en altos cargos de dirección, no solo por el Poder Ejecutivo, sino por los otros poderes del Estado y por el Consejo Nacional de Rectores –CONARE-. 
ACUERDA:
a. Reformar el Artículo 8 del Reglamento de Licencias con Goce y sin Goce de Salario para que se lea de la siguiente manera: 
Artículo 8 
El Rector podrá autorizar licencias ordinarias sin goce de salario a las personas funcionarias del ITCR que vayan a ocupar puestos de elección popular o cargos de dirección temporales designados por cualquiera de los tres poderes del Estado, por el Tribunal Supremo de Elecciones, por la Contraloría General de la República, por la Procuraduría General de la República, por la Defensoría de los Habitantes o por el Consejo Nacional de Rectores, por el plazo de la elección o del nombramiento por 4 años prorrogables, sin que dicho plazo pueda exceder de los ocho años calendario, contando dentro de ese límite las reelecciones y los nombramientos reiterados. Si la persona funcionaria cesare en su cargo antes del término de su nombramiento, podrá solicitar al Rector la reincorporación anticipada al ITCR, sin que exista obligación del Instituto de integrarlo en esa condición.”
b. Comunicar.  ACUERDO.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
ARTÍCULO 15. Modificación al Calendario Institucional 2009
La señora Rosaura Brenes presenta la propuesta denominada: “Modificación al Calendario Institucional 2009”, elaborada por la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, adjunta a la carpeta de esta acta.
NOTA: Se retira de la Sesión el señor Carlos Badilla, a las 2:00 p.m.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 0 en contra.  Se somete a votación la firmeza y se obtiene 10 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en Sesión Ordinaria No. 2574, Artículo 14, del 4 de setiembre de 2008, aprobó el Calendario Institucional 2009, en el cual el punto “1.  Períodos Lectivos 2009” , (1.2 Cuatrimestres y 1.3 Trimestres)   se lee:  
“1.2	Cuatrimestres
	Actividad
	Segundo Cuatrimestre

	Período Lectivo
	28 de mayo 
al 21 de agosto



“1.3	Trimestres
	Actividad
	Segundo Trimestre

	Período Lectivo
	24  de abril 
al 26 de junio


2. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en sesión celebrada el 18 de setiembre del 2008, según consta en la minuta 218-08, conoció la nota VIESA-706-2008  con fecha 17 de setiembre del 2008, suscrita por la Licda. Ligia Rivas, Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, dirigido a la Máster Rosaura Brenes, Coordinadora de la Comisión, en el cual solicita la modificación del acuerdo SCI-604-08 del 04 de setiembre del 2008, según nota DAR-599-08 del MBA. William Vives, Director del Departamento de Admisión y Registro, por  la inconsistencia en  las fechas consignadas dentro del apartado  “Períodos Lectivos 2009”:  (1.2 Cuatrimestres y 1.3 Trimestres), a saber:
Cuatrimestres 
	Actividad
	Aprobada por el Consejo Institucional
	Fecha propuesta Correcta

	
	Segundo Cuatrimestre
	Segundo Cuatrimestre

	Periodo Lectivo
	28 mayo al 
21 agosto
	18 mayo al 
21 agosto


Trimestres 
	Actividad
	Aprobada por el Consejo Institucional
	Fecha propuesta Correcta

	
	Segundo Trimestre
	Segundo Trimestre

	Periodo Lectivo
	24 abril al
26 junio
	20 abril al
26 junio


3.  La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, después de analizar  esta solicitud, verifica que realmente existe incongruencia en las fechas aquí señaladas  por lo que dispone elevar al pleno del CI, para su análisis y aprobación, la propuesta de modificación al Calendario Institucional 2009.
ACUERDA:
a. Modificar  el  acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria 2574, Artículo 14, del 4 de setiembre de 2008, referente al “Calendario Institucional 2009”, para que el punto “1.  Períodos Lectivos 2009”, (1.2 Cuatrimestres y 1.3 Trimestres) se lea de la siguiente manera:
“1.  Períodos Lectivos 2009
1.2	Cuatrimestres
	Actividad
	Segundo Cuatrimestre

	Período Lectivo
	18 de mayo 
al 21 de agosto


1.3	Trimestres
	Actividad
	Segundo Trimestre

	Período Lectivo
	20  de abril 
al 26 de junio”


b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2577.
CAPÍTULO ASUNTOS VARIOS
ARTÍCULO 16.	Licenciatura en Seguridad Ocupacional
El señor Diógenes Álvarez consulta si se puede consignar en la siguiente sesión un avance sobre el proceso que ha seguido la Licenciatura en Seguridad Laboral e Higiene Ambiental.  Desconoce si en la Vicerrectoría de Docencia está en proceso o cuál es el avance que se tiene en ese tema.
El señor Eugenio Trejos comunica que solicitará la información a la Vicerrectoría de Docencia para entregarla la próxima sesión.
ARTÍCULO 17.	Informe de Prensa
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que recibió copia de Informe de Prensa correspondiente al 24 de setiembre del 2008, el cual ha sido circulado en el transcurso de esta Sesión.  (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
Siendo las dos  horas se levanta la Sesión.  
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